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INTRODUCCION 

En 1976 México concluyó un tratado con los Estados 

Unidos de América sobre la ejecución de las sentencias 

penales .1 Al mismo tiempo el constituyente permanente 

consideraba la iniciativa de reforma del artículo 18 que 

habría de promulgarse el día 4 de febrero de 1977.2 

En virtud de la reforma a la constitución y de los 

tratados subsiguientes3 se daba un cambio significativo en la 

forma en que tradicionalmente se había tratado la ejecución 

de sentencias penales extranjeras, no sólo en México, sino en 

el continente. 

En efecto. de un territorialismo absoluto, íntimamente 

ligado con los conceptos· de soberanía, que descartaba de 

plano cualquier posibilidad de conferir alcances 

extraterritoriales a la ley penal, se pasaba al 

1 T=atado entre los Estad~s Unid'Js Me.~icanos y los Estados . Unicbs de 

AIOOrica sobre la Ejecución de la sentencias penales, suscrito en la 

Ciudad de M§xico el 25 de noviembre de 1976, aprobado por la Cámara 

de Senadores el 30 de diciembre de 1976, según decreto publicado en 

el Diario Oficial del 28 de enero de 1977. canje de instrurrentos 

efectuado el 31 de octubre de 1977, promulgado el 1 de noviembre de 

1977, publicado en el Diario Oficial del 10 de noviembre de 1977. 

2 Ver en capitulo I, c) reseña del proceso de reforma. 

3 Fo.demás del ya nencionado tratado CY>n FllA, se han suscrito y -está.""l en 

vigor tratados bilaterales con canadá, Panamá y Bolivia. 

F.ecienterrente se han concluido acuerdos con España y Belice, que 

todavía no están vigentes. 
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reconocimiento del acto de soberanía extranjera y se otorgaba 

eficacia a la sentencia penal de otro país, para fines de la 

ejecución de sanciones. 

Esta posibilidad, explorada· en algunos países 

europeos,4era totalmente novedosa en nuestro continente y en 

el derecho mexicano contituia el final de un ciclo de debates 

sobre el territorialismo del derecho ejecutivo penal, 

iniciado en 1916 en el congreso constituyente. 

El propósito de este traba jo es intentar analizar el 

significado de la reforma constitucional de 1977 bajo 

distintos puntos de vista, asi como sus alcances, plasmados 

en los tratados celebrados y la nueva problemática jurídica 

que estos plantean. 

Primeramente se revisará en función de su relación con 

otros aspectos constitucionales de soberania, supremacía de 

la constitución y reconocimiento de sentencias extranjeras, 

así como facultades del Estado respecto al gobernado. 

Seguidamente intentaré una breve aproximación a lás 

características territoriales del derecho penal, sustantivo, 

4 convenio escandinavo de 1963 del cual son parte Suecia, Noruega, 

Dinamarca, Islandia y F4>landia. Convención Europea de 1972 para la 

transferencia de procedimientos e intercambio de sentenciados en 

materia criminal. Convención europea para la supervisión de 

sentenciados en libertad condicional, de 1964 y convenio entre 

Dinamrc.a y E-sp.=iñ.:~ de !972. Citados ~r ~l Secretario d~ 

Gobernación, Mario Moya Palencia, en su ccnparecencia ante la Cámara 

de Diputados el 23 de septiembre de 1976. Diario de Debates de la 

Cámara de Diputados (L legislatura) Año I, terno I, núrrero 20. 
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adjetivo y ejecutivo. En tercer lugar procuraré poner la 

reforma del artículo 18 constitucional dentro de su propio 

contexto, estudiando sus reformas anteriores y sus 

antecedentes, así corno la jurisprudencia a que dio lugar. En 

cuarto lugar haré una comparación de los tratados suscritos 

para finalmente exponer los problemas que en mi opinión 

plantea uno de ellos, el celebrado con EUA. 
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I. ANTECEDENTES 

al Soberanía y territorialjdad Garantías jndiyiduales 

en materia penal 

Hasta fechas muy recientes, es decir, hasta poco antes 

de la reforma de 1977 y de los tratados subsiguientes, la 

doctrina es bastante uniforme en señaJ.ar la territorialidad 

de la norma penal, abstracta e individualizada.5 

Durante muchos años se estimó que la sentencia, como 

acto de soberanía. que es, tenia como limites de eficacia los 

mismos que el ámbito espacial de validez del sistema jurídico 

del Estado cuyo órgano jurisdicional la dictaba. 

&.:~ bien los esfuerzos para que las sentencias o laudos 

civiles y comerciales tengan validez extraterritorial son 

viejos,· y la legislación de muchos países ha previsto 

mecanismos para reconocerles validez u homologarlos mediante 

procedimientos de exequatur, 6 en general en materia penal se 

había dado ese fenómeno en menor medida, sin reconocer 

eficacia a las sentencias condenatorias para que las 

sanciones fueran cumplidas en otro lugar, aun cuando en 

ocasiones reconociendo algunos de sus aspectos, 7 

5 Véase p. ej. "COOperación interamericana en los procedimientos 

penales" coordinado por L. Kos-Rabiewiez-Z~kowski, IIJ, tJN.Al-1, 1983. 

6 V. en nuestro [Bis arts. 509 a 608 del CPC ~· Diccionario Juridicc 

Mexicano, tcm:> r:v, pag. 159. 

7 V. Código Bustamant.e y en ~ico artículos 5 y 6 del CP de Nuevo 

León. y 20 del CP para el D.F. 
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particularmente para respec.ar el principio de non b:is in 

idem, y en ocasiones para tomar en cuenta el ante=edente 

penal en casos de reincidencia. Además claro está, los 

procesos de extradición necesariamente reconocen la actividad 

jurisdiccional penal de otros estados. 

La igualdad jurídica de los estados implica el respeto 

de los actos del soberano extranjero efectuados ~entro de su 

territorio y, por reciprocidad define sus limites. Ningún 

acto de un Estado puede tener efectos ultra territoriales 

sino es mediante el consentimiento del Estado en el cual 

hayan de surtirse tales efectos.B 

De lo anterior se colige que mediante el, convenio se 

puede reconocer la eficacia del acto de soberania e~tranjera, 

y esto sin duda no implica menoscabo de la soberanía del 

Estado que consiente {normalmente sobre bases de 

reciprocidad) ya que jurídicamente, el Estado, precisament~ 

por ser soberano puede definir sus competencias, es 

autónomo, se puede autolimitar. 

Sin embargo, por motivos históricos, en materia penal el 

principio de territorialidad estaba sumamente arraigadq. El 

juez Marshall escribia en 1825 "Los tribunales de ningún pais 

ejecutan las leyes penales de otro"9 y aun cuando en alguna 

B En este sentido véase García !·l!lynez, Eduardo. Introducción al Estudio 

del Derecho, pag .. 99 y ss. 

9 "The Antelop.¡!", 10 Wheat 66, 123 u.s. 66, (1825). 
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época -hasta 1941 en China,Marruecos y Egipta-10 existían 

algunas jurisdiciones consulares, en virtud de las cuales se 

sometía a los nacionales de determinados países a la potestad 

jurisdicional de los cónsules de su patria, el enunciado de 

Marshall era bastante universal. 

Al mismo tiempo, este principio se reafirma por la 

garantía bastante extendida de que una persona no puede ser 

privada de su libertad si no es en virtud de un mandato 

judicial que revista ciertas característicasll 

Como corolario del jus puniendi, está la capacidad del 

Estado para señalar el lugar donde han de cumplirse las 

penas, cOn sus límites autoimpuestos mediante la ley. 

El Tratado entre México y EUA sobre la ejecución de las 

sentencias penales, suscrito en 1976, atañe especificamente 

al reconocimiento de la sentencia eKtranjera, en primer 

1 O Véase Garcia Ramirez, & gio. Derecho procesal ¡:enal; 

White:ian,Digest of rnternational Law, torno 6, pag. 278 y ss .. 

11 A nivel internacional existen una serie de acuerdos directamente 

relacionados con las garantias de libertad. Véanse "Declaración 

Universal de Derechos Humanos" de 1948, arts 3, B, 9, 10 y 11; "Pacto 

internacional de derechos civiles y poÜticos" de 1966 arts 9, 14 

inciso 7 y 15; "Declaración arooricana de los derechos y deberes del 

hcxrVre" de 1948, arts. I, XVJ;II, XYN y XXVI; "Convención ~~ic.3.na 
sabre derechos humanos de 1969, Art. 7 (incisos 2 y 3) y arts. B y 9; 

"COnvención Europea para la protección de derechos humanos y 

libertades fundamentales" de 1950, arts. 5, 6 y 7; y "Reglas minirnas 

para el tra"t.am.iP.nto ñP 1 os reclusos", adoptadas e."1 Gincbrn en 1955, 

regla 7.2). Todos estos docurrentos pueden consultarse en Székely, 

Alberto, Inst.rurrentos fundarrentales de derecho internacional público, 

tomo I 
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lugar, y en segundo, a la potestad del Estado para señalar 

como lugar de cumplimiento de la sentencia penal un lugar 

fuera de su territorio. 

Estos dos puntos son tratados de forma enteramente 

distinta en el sistema constitucional de cada pais y de 

alguna manera subrayan sus diferencias. 

En efecto, la constitución mexicana de 1917 tiene un 

articulo, el 18, que marca el carácter territorial del 

derecho ejecutivo penal, no es el caso de la estadounidense. 

La existencia de este articulo, su texto original y la 

jurisprudencia a que dio lugar, hacían indispensable la 

reforma para poder concluir un tratado como el vigente, en 

virtud de lo señalado por el articulo 133 de nuestra 

Constitución. 

Para justificar la afirmación anterior conviene recordar 

que el artículo 133 establece que los tratados que se 

celebren que estén de acuerdo con la misma son ley suprema de 

toda la Unión. El artículo 15 de la propia constitución 

prohibe que se celebren convenios o tratados en virtud de los 

cuales se alteren garantías y derechos del hombre y el 

ciudadano, establecidos por nuestra carta magna. En México 

una persona no puede ser privada de la libertad si·no es bajo 

alguno de los supuestos previstos por los artículos 14, 16, 

19 o 119, observando las garantías que estable,~en los 

articules 20 y 21. 

Los tratados celebrados al amparo del párrafo quinto del 

articulo 18 constitucional permiten que la autoridad 
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administrativa prive de la libertad a los individuos 

sentenciados por tribunales de países extranjeros, es 

decir, reconoce la validez de sus sentencias, en términos 

análogos para fines del articulo 21 de nuestro código 

politice a las de los ~ribunales mexicanos, en la 

inteligencia claro está de la e:.:istencia de los tratados. 

Por otra parte, la Suprema Corte de Justicia habia 

interpretado el artícul.o 18 como constitutivo de una 

auténtica garantía, derecho público subjetivo, a la que 

llamaré "garantía de terrirorialidad'' y a la que me referiré 

más adelante, al hablar de la evolución del artículo 18. 

En el sistema estadounidense, los puntos 

constitucionales que se planteaban podían ser, corno en efecto 

lo fueron, solucionados por los tribunales, 12 ya que en 

primer lugar la territorialidad como se indicó más arriba no 

era sino un enunciado en un precedente judicial; es decir, en 

la constitución federal de EUA no hay ninguna disposición 

análog;· a nuestro articulo 18 ni habia jurisprudencia que 

limitara la facultad discrecional del gobierno para trasladar 

a un prisionero fuera de la jurisdición del ·tribunal que lo 

condenó. 

Resulta interesante señalar que con posterioridad, la 

Suprema Corte de EUA ha conocido de un casal3 en el que se 

planteó la cuestión sobre la discrecion'alidad de un gobierno 

12 Al analizar el tratado bilateral se discutirá este punto. 

13 Olim v. Wakinekoma, 103 S. ·et. 1741 (1983) . 
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local para señalar un lugar de ejecución de la sentencia 

penal fuera de su territorio, y ha resuelto que en tanto las 

leYes lo permitan, o más bien, faculten al órgano de gobiern~ 

para disponer tales traslados, estos no contrarían ninguna 

disposición constitucional. 

bl Territorialidad del derecho penal C5nbjPtiy9. 

adjet iyo y ejecntjyol 

La cuestión de la territorialidad del derecho penal 

encuentra un tratamiento bastante uniforme en la. doccrina y 

en los textos ~egislativos, pero para efecto de este ensayo, 

cabe precisar el concepto. 

En general por territorialidad se entiende la definición 

del ámbito personal de validez en función de la manifestación 

de determinada conducta en el territorio del Estado que 

reclama ·jurisdicción. Suelen definirla nuestros códigos 

penales mediante la declara.ción de que los 

mismos se aplicarán en el Estado respectivo por los 

delitos que se cometan en su territorio y sean de su 

competencia.14cesde luego, la primera disposición que atañe a 

la territorialidad en el derecho mexicano es la contenida en 

la fracción I del articulo 121 de la Constitución. 

14 Ver por ejerrplo el artic:ulo 1 del C~_igo Pe.'13.l ds Baja ca.!ifcr:ii;:i 

que dice "Este código se aplicará en el Estado de Baja california por 

los delitos que se caretan en su territorio y sean de su 

corrpetencia. " 
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Aparte de la territorialidad como principio para que un 

Estado reclame jurisdicción para conocer de un hecho 

delictivo y eventualmente castigarlo, se reconocen otros 

principios, corno extensiones ficticias del principio 

territorial, o como excepciones al mismo, pero en general la 

doctrina y el derecho vigente son uniformes en su 

aceptación. 15 

Estos principios son, además del territorial, los de 

nacionalidad, de proter:ción, universal y, finalmente, de 

personalidad pasiva.16 

En tanto que principios aplicables al derecho penal, 

cabe reflexionar si los mismos son aplicables por iqual a la 

norma penal sustantiva, a la adjetiva y a la ejecutiva. 

En mi opinión, estos principios sirven para determinar 

el ámbito personal de validez de la norma sustantiva. 

Ciertamente el juzgador deberá tomarlos en cuenta para 

individualizar la norma pero el proceso, por regla general, 

se rige por la ley del fora.17 

En cuanto a la ejecución penal hay que tener presente 

que esta normativa tiene dos vertientes. Por una parte está 

la sentencia condenatoria, que es el título ejecutivo, sin el· 

15 Ver cuello calón, Derecho penal; Jilrénez de Asúa, Tratado de derecho 

penal; carrancá y Trujillo, C6cligo ¡:enal anotado; Pavón vasconcelos, 

Código penal coroontado y Ga.rcia Ramirez, Derecho procesal penal. Este 

últi.mo ~nifiesta unñ pnsic:.ión distinta a Ja corr1enrP gP.neral. 

16 Mismos autores citados en nota anterior. 

l 7 Arilla Bas, El procedimiento penal en M3xico y camelutti, citado 

por Garcia Ramirez en Derecho procesal penal. 
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cual no ha lugar al tratamiento de readaptación social sin 

libertad. La sentencia es la norma individualizada, y para 

analizar su validez cabe observar si se dieron los supuesLOS 

de competencia ,previstos por la norma sustantiva abstracta, 

pero la ejecución en si, la normativa que rige el tratamiento 

penitenciario, lo que es propiamente el derecho ejecutivo 

penal, es un conjunto de normas que regula la función de un 

órgano del gobierno, así que, estando íntimamente ligado al 

derecho penal, ya que sólo puede operar con un título que 

é!',te le otorga, comparte características con el derecho 

administrativo general. 

En otras palabras, la ejecución de la pena es la 

culminación del jus puniendi, su objetivo, dentro de la 

filosofia del Estado meKicano es la readaptación social, pero 

la forma en que se aplica se rige por el derecho 

administrativo, cuyo principio rector es el de legali~ad 

administrativa, principio fundamental del orden juridico de 

un estado liberal y que tiene muchas similitudes con el 

principio de legalidad penal. 

Durante mucho tiempo se ha discutido si la ejecución de 

las penas tiene un carácter jurisdiccional o no, 18 Aun 

cuando la mayoria de los códigos penales y de procedimientos 

vigentes en México señalan a la ejecución como parte del 

proceso penal, en general los mismos códigos encomiendan la 

ejecución al Poder Ejecutivo. 

18 Alcalá Zamora en prólogo a Garcia Raml.rez, La prisión, pag. 15. 
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En los códigos de procedimientos penales del siglo 

pasado se daba un papel preponderante a la actividad de los 

jueces en la supervisión de la ejecución de las penas y de la 

forma en que operaban los establecimientos penitenciarios. 

Actualmente, a la luz de la legislación vigente en el 

país, considero que son pocos los elementos para argumentar 

que la ejecución de las sentencias penales condenatorias es 

parte del derecho procesal, ya que su inclusión en algunos de 

los códigos de procedimientos, en los términos arriba 

indicados, no permite sino afirmar que la ejecución tiene un 

carácter procedimental por la naturaleza de sus fuentes.19 

Estimo que en el derecho positivo mexicano la ejecución 

de las sentencias penales condenatorias a penas privativas de 

libertad es una función formal y materialmente 

administrativa. 

e) Evolución del principio de terri torj"' 1 idad del 

derecho ejecutjyo nPppl n.p ~1 coostituciqnalismo 

mexicano 

El artículo 18 de nuestra Constitución vigente se 

refiere fundamenr:almente al régimen penitenciario y· al fin 

que éste debe perseguir: la readaptación· social. 

Los puntos que toca son los siguiente: al dispone el 

establecimiento de lugares de prisión prev~ntiva distintos 

19 El código procesal penal de Michoacán excluye de rranera e.'<¡)licita a 

la fase ejecutiva. 
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del lugar donde se hayan de extinguir las penas; b) dispone 

que los luga~es de reclusión de las mujeres estarán separados 

de aquellos destinados a los hombres; e) ordena el 

establecimiento de instituciones especiales para menores 

infractores; d) estipula que el sistema penal se organizará 

sobre la base del trabajo, la capacitación para el mismo y la 

educación; e) señala que corresponderá a los gobiernos de la 

Federación y de los estados la organización del sistema penal 

dentro de sus respectivas jurisdicciones; f) faculta a los 

gobernadores para celebrar convenios de carácter general con 

la F~deración para q11e reos del orden común extingan sus 

condenas en establecimientos dependientes del Ejecutivo 

Federal ':l g) permite los traslados internacionales de prese;s, 

tanto federales como locales. 

Es a los últimos tres puntos a los que este ensayo se 

refiere. I.os otros temas han sido ampliamente tratados por 

varios autores.20 

La tradición constitucional mexicana es rica en su 

contenid~ penal. Las garantías del procesado, los principies 

de legalidad penal y de irretroactividad de la ley penal, en 

general son contemplados por .los múltiples documentos 

constitucionales que han tenido vigencia en México. 

Sin embargo, la disposición explicita de ~ue 

corresponderá a los gobiernos. de los Estados y al cie la 

Federación la organización del sistema penitenciario dentro 

20 No quiere decir que no haya sido tratado, ver capitulo V. 
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de sus respectivas jurisdicciones, es una novedad de la 

constitución de ¡ 917. Es decir, es la primera vez que el 

principio de territorialidad del derecho ejecutivo penal se 

enuncia de manera específica. 

Esto no quiere decir que previamente el derecho 

ejecutivo penal no estuviera dentro del dominio de las 

facultades de los estados. Sería factible argumentar que 

quedaba incluido dentro de los atributos de soberania para 

normar lo relativo a su régimen interior.21 Pero lo que 

resulta importante para este trabajo no es solamente la 

inclusión de la disposición de referencia, sino la 

interpretación que de la misma hizo la Suprema Corte de 

Justicia, en mi opinión, atinadamente, si se atiende además 

del al texto del articulo 18 original a los debates del 

constituyente de 1916-17. 

En· efecto, la SCJ interpretó el artículo 18 corno una 

9arantia de que el reo de un Estado no podía ser trasladado 

fuera del mismo por ningún motivo, pero resulta conveniente 

dar un repaso a los antecedentes del artículo 18 en su 

versión original, antes de reseñar la actuación de nuestro 

alto tribunal. 

Si bien, como se indicó arriba, nuestras constituciones 

dieron amplio tratamiento a la materia penal, específicamente 

a las garantías individuales frente a la acción punitiva del 

Estado_, la codificación penal fue tardia. 

21 Arts. 40 y 124 de la Constitución. 
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No es sino hasta 1869 que el Estado de Veracruz promulga 

su código penal y hasta 1871 que la Federación adopta el 

celebre código Martínez de Castro. Sin embargo, la 

legislación penitenciaria federal se presenta más temprano.22 

En efecto, a instancias de Mariano Otero, malogrado 

jurista y polígrafo, se adopta a finales de la década de los 

cuarenta del siglo pasado la ley para el establecimiento del 

sistema penitenciaria23 bajo las orientaciones 

correccionalistas basadas en las experiencias de Filadelfia y 

Auburn.24 

El tema penitenciario queda fijado esencialmente en los 

términos planteados por Otero, y cuando en 1856 se da el gran 

debate sobre la pena de muerte, ésta queda abolida 

condicionalmente en función del estahlecimiento del ré9imen 

· penitenciario en los estados de la República. 25 

2 2 Esto no quiere cteCir que no se hubiera legislado en materia penal, 

por el contrario, existen nuJltiples disposiciones que tienen ese 

carácter, generalmente eJ<F€didas para enfrentar problemas especificos 

de delincuencia, pero no habla una codificación y la propia fornia 

casuistica con que se legislaba, no pemdtia deslindar fácilmente el 

árrbito federal del estatal. v. ceniceros, José JIJ1gel, La ley penal 

mexicana.· 

23véase en Otero, Obras, tomo II, pag. 663 a 682 la iniciativa y la ley 

para el establecimiento del sistema penitenciario en el Distrito y 

territorios. 

2 4 V. "Indicaciones sobre la :!nportancia y necesidad de la reforma de 

la leyes pe.nales 11 en Otero, Mariano, Obras, tano II pags. 653 y ss. 

25 Art. 23 Const. 1857 
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Por régimen penitenciario se entiende un tratamiento muy 

específico del infractor, consistente de ciertos elementos 

que son esencialmente el silencio, el aislamiento y la 

capacitación para el trabajo, y cuyo propósito es la reforma 

o "regeneración". Dentro del concepto en vaga en la época no 

quedan incluidas las prisiones, calabozos, u otras formas de 

simple privación de la libertad. La existencia pues de las 

11 penitenciarias 11, a diferencia de lds otros establecimientos, 

resulta pues, literalmente vital, ya que la alternativa era 

la pena de muerte.26 

La preocupación por la situación penitenciaria est:.á 

presente todavía en los albores de nuestro movimiento 

revolucionario como lo demuestra el punto 44 del programa del 

Partido Liberal Mexicano, fechado en San Luis, MisSouri, el 1 

de julio de 1906 que proponia una reforma constitucional 

para''[e]stablecer, cuando sea posible, colonias 

penitenciarias de regeneneración, en lugar de las cárceles y 

penitenciarias en que hoy sufren el 

delincuentes. 11 27 

castigo los 

2 6 Para ver hasta qué punto era critico el concepto de "penitencia;:iit11 
• 

véase "Arrparo pedido al Juez de Distrito de Guanajuato por Florencio 

Velázquez contra la Primera Sala del Suprana Tribunal del Estado. 

(Conocido por la Suprema Corte el 22 de junio de 1881). Semanario 

Judicial, Taro II, 2a época, pag. 465 y ss ~{ ·~1'-"t'pazo pedido p:Jr ?-&la 

Juana Olanos y socios, contra el Juez de letras de Uruapanw (Sup. Ct. 

Jun. 9-1881) en Tomo II, 2a Epoca Semanario Judicial pag. 350 y ss. 

27 v. "Derechos del Pueblo M:xicano", tomo IV, pag. 85 
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En este orden de ideas se da la propuesta de la 

federalización del régimen penitenciario, contenido en el 

"Proyecto Carranza" y que es objeto de del:iate en el Congreso 

Constituyente.28 

La iniciativa del Primer Jefe decía 11 toda pena de más de 

dos años de prisión se hara efectiva en colonias penales o 

presidios que dependerán directamente del Gobierno Federal, y 

que estarán fuera de las poblaciones, debiendo pagar los 

estados a la federación los gastos que correspondan por el 

número de reos que tuvieran en dichos establecimientos 11 29 

La reacción no se hizo esperar, y a pesar de una 

vigorosa defensa del proyecto hecha por los diputados Macias 

y Terrones, prevaleció la opinión de que el sistema penal, 

fuera el que fuere, debía quedar dentro de la esfera de 

competencias de los estados. 30 El tono general de ese 

congreso constituyente, era después de todo, fuertemente 

anticentralista. 

Resulta muy dificil saber cual era la práctica ordinaria 

antes de 1917 en cuanto a la discrecionalidad que ejercían 

las autoridades locales para disponer el lugar en que los 

reos del fuero común debían cumplir sus sentencias .31 Sin 

2 8 Este era uno de los puntos originales, según carpizo, La 

constitución rrexicana de 1917, y Garcia Ramirez, El articulo 18 •.• 

29 Véase en el apéndice el texto del prim>r dict:arren. 

30 v. resurren del debate en Derechos del pueblo .•. , tc..-.or.r, pag. 

31 Idein y· tarri:>ién voto particular de los diputados panistas, en ocasión 

de la reforma de 1964-65 "Derechos del Pueblo ¡.eúcano" TOO\O r<J, pag. 

150 
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embargo cabe señalar que la idea no era nueva. En 1849 un3 

circular del ~inis~erio de Justicia disponia que los presos 

de los Estados podían ser destinados a establecimientos 

dependientes de la Federación.32 

En 1917, la cuestión penitenciaria se resuelve a favor 

del federalismo. Sin embargo, al adoptarse los códigos 

penales ~· de procedimiencos penales, (en algunos casos 

también los de ejecución de sanciones), la actividad 

ejecutiva penal se encomienda al Poder Ejecutivo y se faculta 

al órgano competente de éste para designar el lugar de 

reclusión de los prisioneros.No faltaron funcionarios 

32 Circular del 14 de septiembre de 1849 del t-ünisterin de Justicia y 

Negocios Eclesiásticos. "Reos de los Estados: puedan consignárseles a 

los presidios del gobierno general, costeando su conciuccitn y 

mantenimiento sus gobiernos respeccivOs.E.~. Sr. Considerando i:-! 

E.xno. Sr. presidente de la república los inconveniem:._es que resultan 

de la aglc::meraci6n de reos en las cárceles, principal.rrente cc!1tra 1.-.t 

salubridad y la seguridad pública, y deseando S.E. facilit:ar a l~s 

gobiernos de los Estados los medios de hacer currplir las sent~cias 

de presidio, pronunciadas por sus res¡:eccivos tribunales, y que ellas 

no se hagan ilusorias, con perjuicio de la vindicta pública, por 

carecerse de lugar en donde destinar a esa clase de cri.'Tlinales, 

pudiendo tarroién sucedér que por la multitud de ellos se procure y 

consiga la ft:.ga para aurrentar el núrrero de salteadores en los 

caminos, ha tenido a bien acordar que los reos de que se trata pueda.o 

consignarse a los presidios del gobierno general, con la CJ.licb.d ::e 

que su conducción sea por cuenta del Estado respectivo, y que el 

mismo los !!'.ante.r;ga, en e!. (2$C de q-,;c no puediln ser ocv-pados en obras 

pertenecientes a la federación. Lo que tengo el honor etc. "Vease 

recopilación de Arrillaga, volunen correspondiente al periodo de mayo 

de 1849 a abril de 1850, ~co, 1850, pag. 134. 
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estatales y federales que convinieron el traslado de 

prisioneros comunes a reclusorios de la Federación, 

generalmente a Islas Marías. 

La Suprema Corte de Justicia determinó que dichos 

traslados eran inconstitucionales; en la década de los 

cuarenta conoció de varios casos y formuló la siguiente tesis 

de jurisprudencia: 

"Aunque los Ejecutivos de los Estados están facultados 

para señalar el lugar de extinción de las penas impuestas por 

sentencias irrevocables, deben hacerlo dentro de la 

jurisdicción territorial que gobiernan; en consecuencia, aun 

cuando te.ngan arreglos con la Federación, no pueden enviar a 

los reos a la colonia penal de Islas Marias,pues tal 

circunstancia implica no sólo una modificación substancial en 

la naturaleza de la pena, sino inobservancia de lo dispuesto 

en el párrafo segundo del articulo 18 constitucional.''33 

A pesar de la interpretación constitucional, que no 

dejaba lugar a dudas, varios Estados modificaron su 

legislación para permitir expresamente el traslado de reos 

comunes a establecimientos federales, mediante la celebración 

de convenios, e incluso algunos dispusieron que el lugar de 

reclusión podía ser en cualquier lugar de la República, pero 

no en el extranjera.34 ¿Se trataba de ignorancia de la ley o 

33 Ver datos en el apéndice documental de este trabájo 

34 Querétaro en 1950, Sinaloa en 1955, Guerrero en 1956 y Chiapas en 

1959. 
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de nero desprecio por las normas de interpretación 

constitucional de la Suprema Corte? 

El 2 de septiemhre de 1964 el Presidente de la República 

envia una iniciativa de ~eforma al articulo 18 de la 

Constitución General, con el propósito de facultar a los 

gobiernos de los estados para celebrar convenios de carácter 

general con la Federación para que los reos sentenciados por 

delitos del orden común pudieran extinguir sus concienas en 

establecimientos dependientes del Ejecutivo Federal. El 

propósito de la reforma, de acuerdo con el dictamen de las 

comisiones unidas, leído el 3 de noviembre de 1964, era poner 

en efecto un mecanismo que diera vigencia a las garant.ias 

contenidas en el a=ticulo 18 sobre la separación de 

prisioneros convictos de los individuos sujetos a proceso, 

por una parte, e hiciera fact:-ible alcanzar el fin de 

readaptación social del infractor, consignado en este 

articulo.35 

El debate fue intenso,36 hubo un voto particular d~l 

PAN, 37 pero finalmente se modificó el articulo.38 La 

35 V. Derechos del pueblo rreúcano, terno rJ, pag. • 144 y SS. 

36 Este es el debate legislativo en que se habla por pri.J'oora vez del 

!'principio de territorialidad". 

3 7 El PAN aducia fundalrental.rtente que la carencia cé recursos 

econtmicos por parte de los Estados no d.el::eria ser razón suficie."'lt::e 

para refonrar el régilre.n const itu:-i orn3 l p=-_nitenc.!.ario ~'ª q.le lo que 

habia que hacer era remediar esa pobreza, fortalecer su eccn~? y 

::erminar ccn la preponderancia eccnOOU.ca de la Federación. Se 

mencionó de paso el arrparo, pero no se rre.ncion6 en ninguna parce de.l 
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territorialidad cedía frente al principio de readaptación39 

y en la práct:ica desaparecía la garantía de 

territorialidact.40 

La última adición al artículo 18 se publica en el Diario 

Oficial del 4 de febrero de 1977. A continuación se hace una 

reseña del proceso de reforma. 

El 6 de septiembre de 1976 el Secretario de Gobernación, 

Mario Moya Palencia, remitió a los secretarios de la Cámara 

de Diputados la iniciativa del titular del Ejecutivo Federal 

para modificar el articulo 10 constitucional rr:.ediante la 

adición de un párrafo quinto, que permitiera la celebración 

de tratados con potencias extranjeras para que recluso~ 

mexicanos en el extranjero pudieran ser repatriados para 

extinguir sus condenas en establecimientos penitenciarios en 

territorio nacional. 41 En el documento de remisión el 

Secretario señalaba que la modificación propuesta podría 

llevar al plano internacional el mecanismo previsto por el 

párrafo tercero del rnulticitado articulo 18, e indicaba que 

la conclusión de tratados sobre una base de reciprocidad 

debate la jurisprudencia "firtre" de la SCJ. V. "Los derec.ii.os 

pags. 150 y 155. tomo r:v. 
3 B Publicada en el D. Oficial del 23 de febrero de 1965, el 

constituyente permanente incorporó tall'bién el ¡:árrafo cuarto que no 

conterrplaba la iniciativa presidP.nr.iol. 

39 Cfr; Garcia Rarnirez, Legislación penitenciaria, pag. 9-11 

4 O V. Tesis de SCJ sobre Tabasco en apéndice docurrental. 

41 Véase te.'<to de la iniciativa en apéndice docurrental. 
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''resolveria diversas cuestiones relacion~das con la 

problemática carcelaria".42 

En el mismo documento se decía que el principio de 

territorialidad regia hasta entonces estrictamente en el 

ámbito penal y señalaba que el objetivo final del supuesto 

punitivo era la readaptación social del sujeto. El 23 de 

septiembre el Secreta:t'io Moya compareció ante la cámara de 

Diputados para informar y contestar preguntas relacionadas 

con la iniciativa de reforma.43 Hizo una larga reseña de las 

iniciativas de reforma penal promovidas por la administración 

que concluia, así corno un repaso de la evolución del derecho 

penal y penitenciario y de las experiencias en materia de 

repatriación de reos, registradas en otras partes del 'mundo; 

Entre los conceptoS que expreso cabe destacar los siguientes: 

a) el sentenciado debe ubicarse en el medio cultural para el 

que se le readapta; b) la adición propuesta significa una 

garantía má_s para el individuo y una protección más del 

estado para sus nacionales; c) necesidad de definir con 

claridad la potestad ·del Estado para celebrar los convenios; 

d) no se trata de ninguna abdicación ni abandono de los 

derechos y responsabilidades del Estado mexicano, no existe 

variación alguna en el derecho y competencia del Estado para 

enjuiciar dentro de su territorio, según las leyes mexicanas 

42 V, Oi;;rio di? r.if::>bates de la Cámara de Diputados, del 7 de sep+:ie!!'bre 

de 1976, Año !, temo I, No. 16, pág. 4 y ss. 

4 3 Diario de debates, cam. de Diputados 23 septiembre 1976, Afio I, Temo 

I, No. 20, pag. 5 y sig7. 
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y po~ medio de los tribunales mexicanos, a los delincuentes 

que cometan delitos, ya sean nacionales o extranjeros; e) el 

principio de territorialidad, aunque es un principio bastante 

generalizado en materia penal, no rige con la amplitud 

absoluta que a veces se ha querido darle y además no es un 

principio rector del derecho; f) los traslados no deben 

hacerse sin consentimiento de los sentenciados ni deben ser 

un sustituto indebido de los procedimientos de extradición; 

además indicó la posibilidad de que los reos fueran 

reintegrados al país de su residenCia (no al de su 

nacionalidad} y mencionó la necesidad de prever· la doble 

punibilidad y la =eparación del daño, así como· de excluir de 

los posibles tratados a los reos de delitos políticos. 

Moya afirmó que era posibie que de concluirse estos 

tratados resultaran beneficiados un número mayor de mexicanos 

que de extranjeros, en virtud del número de connacionales 

pres~s en cárceles de EUA, principalmente. 

Bl 28 de octubre del mismo año se registra el dictamen 

de ~rirnera lectura, el cual indica que se consideró 

pertinente hacer ~res r.:cdiiicacicncs a la inicia ti -..-a .. : ) :~o 

era necesario señalar la facultad del Eject.:.tivo Federal para 

celebrar este tipo de convenios, en virtud de lo dispuesc.o 

por el art. 89, fracción X de la Constitución; 2) se proponía 

cambiar la palabra 11 reclusos 11 por "reos" y suprimir la 

expresión "en establecimientos de la República" para poder 

incluir a personas en la fase preliberacional o que 

estuvieran bajo otra forma de libertad vigilada; y 3) 
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"establecer como requisito para que se pueda efectuar el 

traslado, que el reo otorgue su consentimiento. 11 44 

El 4 de noviembre se discutió el dictamen en la Cámara 

de Oiputado.s. Hablaron en pro los diputados Peniche Solio, 

Riva Palacio y Guerrero Mier y en contra el diputado 

Ildefonso Reyes. 

Los temas recurrentes en el debate fueron la 

territorialidad y la readaptación social de los sentenciados. 

El dictamen fué aprobado por 182 votos contra 10 y se curnó 

al senado. 

En la Cámara de Senadores se recibió la minuta el 9 de 

noviembre y se turnó a comisiones, 45 el dictamen de primera 

lectura se conoció el día 1546 del mismo mes y t!l dia 23 se 

puso a discusión, y sin ella, se aprobó por 50 votos contra 

uno. 47 El 21 de diciembre veintiocho legislaturas (faltaban 

las de Querétaro, Sinalca y Yucatán)· habían comunicado su 

aprobación de la adici6n48 y el 23 de diciembre la Cámara de 

Senadores aprobó el proyecto de declaratoria turnándolo a la 

colegisladora4 9 la cual lo aprobó el 29 de diciembre de 

197650 y lo turnó al Ejecutivo Federal para su publicación. 

44 V. Diario debates Cámara diputados, Año I, tomo I, No. 31, pag. 

45 o.o. Sen. 9 noviembre 1976 Año I, tomo !, No. 28, pag. 2 

46 o.o. sen. 16 noviembre 1976 Año I, tomo I, No. 30, pag. 3-4 

47 n.n.~ Se.n. ?1 novien'V:lrr?- 1976 Año r, tomo !, No. 32, pag. 4-5 

48 o.o. Sen. 21 diciembre 1976 No. 39 p. 3 

49 o.o. 23 diciembre 1976 No. 40 p. 9 y 10 

50 o.o. Dip. 29 diciembre 1976 No. 58 p. 22 y 23 
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El derecho ejecutivo penal pierde así su característica 

territorial taxativa. La principal diferencia de esta 

reforma con la de 1965, además claro está de sus 

implicaciones internacionales, consiste en el requisito del 

consentimiento del reo para poder ser· trasladado, como 

condición sine qua non. Es decir, la garantia individual 

real en tanto que derecho subjetivo oponible al Estado, es 

impedir el traslado del prisionero en contra de su voluntad.· 

Además está el derecho a la readaptación, que es ciertamente 

indefinido, pero que podrla cobrar su dimensión cabal frente 

a quienes pretenden poner la vindicta pública ante todo, e 

incluso desean restablecer la pena de muerte. 
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I!. LA EJECUCION PENAL EN EL DERECHO POSITIVO MEXICANO 

Hasta aquí me he referido fundamentalmente al pri:i.cipio 

de territorialidad. del derecho penal y del derecho ejecutivo 

penal, reseñando la evolución de este último en el derecho 

constitucional mexicano. 

La territorialidad significaba un límite concreto a la 

acción gubernamental en el campo Ce la ejecución de !as 

sentencias penales privativas de libertad, y parcicularmen~e 

en la discrecionalidad de que gozan los órganos ejecucores d~ 

las sentencias 

extingui;;,se las 

para ~eñalar el lugar 

mismas. Es decir, era 

donde habian de 

el limite a las 

facultades que podían otorgarle las leyes, siempre dent~o del 

principio de legalidad administrativa. 

podia exceder el perímetro constitucional. 

La legislaciór. ne 

Esta no era la única restricción constitucional, .!.as 

otras, a la que se ha hecho mención son las garanr.iaS cie 

libertad. Entiéndase de libertad física, relacionadas con ~n 

materia penal. También se ha indicado que en el derecho 

mexicano la fase ejecutiva del d~recho penal .corresponde a 

los poderes ejecutivos, y que se estima es mate!'ial '/ 

formalmente administrativa. 

Me parece oport.uno hacer una breve reseña de las 

disposiciones v~gentes en el aerecno mexicano local, que se 

refieren a los siguientes puntos: a) Marco constitucional 

estatal, b) territorialidad, e) carácter administrativo.de la 
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ejecución penal, y d) facultades del órgano ejecutor de las 

sentencias penales privativas de libe~tad para fijar el lugar 

de reclusión. 

Además he estimado per~inente indicar qué tipo de penas 

rest::ictivas de la libertad distintas de la prisión prevén 

los códigos estatales, ya que, utilizando una expresión de 

Bernaldo de Quiroz, su"bsisten en _varios estados las penas 

centripetas. 

al Marcg constitucional estatal 

Son pocos los estados cuyas constituciones tiene:i 

disposiciones específicamente relacionadas con la ejecución 

de sentencias penales fuera de sus respectivos territorios. 

Además, en materia de garantías individuales, la mayoria ae 

las constituciones locales se limitan a remitirnos a aquellas 

otorgadas por la Constitución General de la República. Sin 

embargo, considero que en todos los casos las legislat.u=as 

locales podrían justificar, con fundamento en el articulo 18 

de la Constitución Política de los EUM y con fundamento en 

las facultades de tipo general que les otorgan las propias 

constituciones locales, la adopción de disposiciones legales 

que reglamentara.n la inclusión de reos locales de origen 

extranjero en los programas de repatriación. 

A continuación se indican las disposiciones 

constitucionales de las entidades federativas que atañen 

directamente al tema que nos ocupa. 
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COAHUILA 

El artículo 174 de su constitución señala en su segurido 

párrafo, "El Gobernador del Estado, en los términos de los 

ordenamientos legales aplicables, podrá solicitar al 

Ejecutivo Federal, que en los tratados internacionales que se 

celebren para el efecto de acordar el traslado de reos de 

nacionalidad extranjera a su país de origen o residencia se 

incluya a los sentenciados en el Estado, por delit:os del 

orden común. 11 51 

CHIHUAHUA 

La fracción XXXVIII del articulo 93 establece como 

facultad del ~obernador la de ''Sujetándose a lo que 

establezcan las leyes respectivas, celebrar con la Federación 

convenios de carácter general para que los reos sentenciados 

por delitos del orden común extingan su condena en 

establecimientos dependientes del Ejecutivo Federal y 

solicitar a éste la inclusión de reos de nacionalidad 

extranjera sentenciados por delitos del orden común del 

Estado, en los tratados internacionales que se celebren para 

el efecto de que puedan ser trasladados al pais de su origen 

o residencia. 11 

JALISCO 

El articulo 35 menciona entre las facultades del 

gobernador 11 XVII-celebrar convenios con los gobiernos federal 

y de los Estados, para que los reos sentenciados por delitos 

51 Refonna publicada.en el Periódico oficial del 27 de enero de 1984. 
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del orden comlln, puedan cumplir las sancion(;!S privativas de 

libertad en establecimientos ubicados fuera de la Entidad." 

NUEVO LEON 

El tercer párrafo del artículo 17 11 
••• faculta al 

gobernador del Estad.o para celebrar con la Pederación 

convenios de carácter general, para que los reos sentenciados 

por delitos de orden común extingan su condena en 

establecimientos dependientes del Ejecutivo Federal." 

OAXACA 

La parte final del primer párrafo y el segundo párrafo 

del artículo 17 de la constitución de este Estado se refieren 

a la "extracción" de los reos de sus prisiones. Supongo que 

esta expresión puede referirse al traslado de los reclusos a 

lugares distintos del lugar en el que se encuentran sujetos a 

proceso. En todo caso, la legislación procesal penal, corno 

se verá más adelante, faculta al Ejecutivo a celebrar 

convenios para este fin con la Federación o con ot:.-as 

entidades federativas. 

Las partes relevantes del articulo 17 disponen: 

"La Autoridad Judicial, sólo por causa de urgente 

administración de justicia que hará constar expresamente en 

el mandamiento respectivo, podrá decretar la extracción de 

los reos de sus prisiones.'' 

"La autoridad administrativa sólo podrá decretarla 

respecto de quienes estén a su dispcisición, previa la libre 

gestión del· preso, hecha por escrito y firmada por sus 

defensores, familiares o ante testigos que no sean empleados 
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públicos. La autoridad respectiva será estrictamente 

responsable de todo perjuicio que' el preso sufra por causa 

originada directamente por la extracción. En ningU.n otro 

caso podrá disponerse de la persona de los reos." 

PUEBLA 

El articulo 79 de la constitución del Estado enumera las 

facultader> del gobernador, a continuación se cita la fracción 

XXV del mismo: 

"Celebrar convenios con la Federación o con los Estados 

del país, para que los reos de nacional ictad mexicana 

sentenciados por delitos del orden común, que lo 3oliciten, 

puedan cumplir su condena en establecimientos dependientes 

del Ejecutivo Federal o de lo~ E3tados de su origen 

residencia." 

Nótese que este articulo requiere el consentimiento de 

los reos y se refiere sólo a nacionales mexicanos. 

SAN LUIS POTOSI 

La Constitución de este Estado no menciona convenios de 

ninguna especie en materia de traslado de prisioneros, sin 

embargo la fracción XIII del articulo 56 utiliza un lenguaje 

que los demás estados reservan para sus códigos penales 

adjetivos. 

Entre las facultades del Gobernador, la fracción de 

re~erencia estipula: 

"Organizar el sistema penitencia:=-io en el Estado, ( ... J 

así como fijar el lugar y establecimiento donde los reos 

deben compurgar las penas impuestas por los tribunales." 
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SI NALCA 

El código politice de este Estado tampoco se refiere a 

los traslados de prisioneros, sin embargo, también a 

diferencia de las otras entidades de la federación, establece 

el carácter formalmente administrativo de la ejecución de 

sentencias penales, al consignar en la fracción XVIII de su 

articulo 65, entre las facultades del gobernador está: 

"Cuidar de que las sentencias ejecutoriadas dictadas por 

los tribunales del Estado en materia penal, sean debidamente 

cumplidas." 

Como se puede observar en las disposiciones transcritas, 

sólo los estados de Coahuila y Chihuahua prevén ·1a 

celebración de convenios acordes con el último párrafo del 

articulo 18 de la Constitución General de la República. 

Por otra parte, a pesar de que algunos de los preceptos 

transcritos pudieran indicar una limitación para que los 

convenios tuvieran como limite la posibilidad del traslado a 

establecimientos de la federación o de oc.ros estados de la 

Unión, como ya se indicó dichos convenios podrian celebrarse 

al amparo de otras disposiciones, en la inteligencia de que 

en muchos casos no bastarían los convenios sino que se 

tendrían que modificar ot:ras disposiciones legales, como se 

verá más adelante. 
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bl Te ... ritorialjdad de la ley penal en Ja ]Qgislaci6o 

En materia de territorialidad de la ley penal es preciso 

recordar en primer lugar lo dispuesto por el párrafo I del 

articulo 121 de la Constitución Política de los EUM, a saber, 

que "las leyes de un Estado sólo tendrán efecto en su propio 

territorio y, por consiguiente, no podrán ser obligatorias, 

fuera de él." Además, los c6digas52 penales sustantivos -o de 

defensa social- establecen la territorialidad casi siempre en 

su primer artículo. Tal es el caso de los estados de 

Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, 

Campeche, Coahuila, Chiapas, Chihuahua, Durango, Guanajuato, 

Guerrero, Hidalgo, Michoacán, Morelos, Nayarit, Nuevo León, 

Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, Sinaloa, Tabasco, 

Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán y Zacatecas. El 

código del Distrito Federal define su competencia de otra 

manera, en virtud de su doble carácter de local y federa1.53 

Prácticamente todos los códigos penales prevén la pena 

de prisión, algunos le dan el nombre de reclusión. Además, 

algunos estados contemplan penas restrictivas de la libercaa 

de otro tipo, tal como la relegación que la tienen Coahuila 

(art. 24 del código penal), Chihuahua (art. 22), Guanajuato 

(art. 46.2) y Oaxaca (art. 17 II); el confinamiento: 

52 V. en "Fuentes" las ediciones de los códigos que se consultaron. 

5 3 Lo que inplicó que la garantia de te=itorialidad no operara para 

los reos del orden canún de D.F. V. apéndice docurrental. 



35 

Guanajuato (art. 46.3), Guerrero {art. 24) y Michoacán (art. 

26) . 

El estado de San Luis Potosí contempla en el articulo 27 

de su código penal, las siguientes penas restrictivas de la 

libertad: arresto (frac~ión I), reclusión (II), reclusión 

simP.le (III), prisión ordinaria (IV) y transportación a 

colonia penal (VI). 

el Carácter administT"atiyo de Ja gjgc;pc:i6p penal 

Por lo que se refiere al carácter formalmen~e 

administrativo del derecho ejecutivo penal, todos los estados 

son uniformes en encomendar la función ejecutora de 

sentencias penales condenatorias a penas privativas de la 

libertad a los poderes ejecutivos.54El Estado de Michoacán es 

5 4 Véanse: Aguascalientes Art. 72 código ¡:enal (CP) y 562, 614 del 

código de procedimientos penales (CPP); Baja california Art. 72 del 

CP y 481 del CPP; Baja california Sur Art. 86 CP; caq:eche Art. 74 CP 

y 1 del código de Ejecución de Sentencias; COahuila Art. 65 CP y 484 

CPP; Colima Art. 71 CP y 575 CPP; Chiapas Art. 73 CP y 543, 549 CPP; 

Chihuahua Art. 82 Código defensa social y 4 código proc. en defensa 

sociál; Guerrero Art. 68 CP; Hidalgo Art. 91 CP y Art. 2 de Ley de 

ejecución de penas; Jalisco, Arts. 20 y 63 CP; ~xico Art. 78 CP, 7 y 

547 del CPP; Michoacán Art. 3 de la ley de ejecución de sanciones; 

Nayarit Art. 80 CP y 575 CPP; Nuevo Ie6n Art. 99 CP, 10 y 507 CPP; 

Oaxaca Art. 93 CP, 4 y 5 CPP; Puebla Art. 95 CP; Querétaro Art. 71 CP 

y 492 CPP; San Luis Potosi Art. 106 CP; Sinaloa Art. 69 CP, 9 y 500 

CPP; Sonora ~.=t .. 75 CP y 480 CPP; Tabasco Art. 74 CT y 5.;3 C?P; 

Tamaulipas Art. 71 CP y 504 CPP; Tl"!'cala Art. 77 CP y 495 CPP; 

Veracruz l\rt. 5 CPP; Yucatán Art • 95 CP, 37 6 y 37 9 CPP y Za ca tecas 

l\rt. 77 CP y 469 CPP. 
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claro en señalar que el proceso penal no incluye la ejecución 

de las penas. 55 

Cabe señalar que el derecho ejecutivo penal, como 

derecho readaptador, sólo opera cuando hay una sentencia 

condenatoria. La prisión preventiva no entra dentro de .la 

fase ejecutiva y tiene caracteristicas enteramente distintas, 

que na es el caso discutir aquí. 

Como excepción a la uniformidad en este punto sólo es 

pertinente dest~car lo dispuesto par el artículo 77 del 

código penal de Tlaxcala que señala que el órgano ejecutor de 

la sentencia deber& consultar con el Tribunal Superior de 

Justicia y con el Procurador del Estado. 

dl facultades de] o..-gano ejecutor para fiiar lygar de 

recrusi6o 

Como se ha indicado, la discrecionalidad del órgano 

ejecutor de las sentencias con~enatorias a penas privativas 

de la libertad para fija·r el lugar donde éstas han de 

cumplirse es el tema que fundamentalmente tiene como limite a 

los conceptos territoriales. 

Los Estados no regulan de manera uniforme esta facultad. 

Como se recordará, el abuso de la misma fue. lo que dio lugar 

a la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia, 

int~rpretando el texto original del párrafo segundo del 

55 Art. 15 del código de Procedimientos Penales. 
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articulo 18 como un derecho público subjetivo, al que me 

referí como ºgarantía de territorialidad". 

Es pertinente señalar que el traslado de reos del fuero 

común a establecimientos federales, conforme al párrafo 

tercero del artículo 18, requiere .de convenios de caráct.er 

general, mientras que para la inclusión de reos de los 

estados en los programas de repatriación derivados de los 

tratados que se celebren basta con que los gobernadores se 

apoyen en las leyes locales respectivas. También cabe notar 

que el articulo 18 supone, por lo menos para este aspecto, el 

carácter administrativo de la fase ejecutiva penal. 

La legislación estatal puede clasificarse en tres 

grandes grupos: a) la que faculta al Ejecutivo para señalar 

el lugar de reclusión con entera discrecionalidad, b) la que 

faculta al Ejecutivo expresamente para celebrar algUn tipo de 

convenio y c) la que señala de manera taxativa que las penas 

se tienen que extinguir en territorio de la República. 

En la primera categoría quedarían incluidos los estados 

de Aguascalientes {art. 562 del CPP); Baja California {arts. 

21 C?, 481 y 487 del CPP); Coahuila (art. 22 CP); Colima (23 

del C?, 575 y 581 del CPP); Durango (38 del CP); Guanajuato 

(47 del CP); Michoacan (15 del CP); Morelos (547 del CPI?); 

Quintana Roo (20 del CP); San Luis Potosí (38 y 106 del Cl?l; 

SinalQa (22 del CP y 502 (b) del CPP); Tlaxcala (22 del CP y 

4Yo ael CPP) y zacatecas (4ó9 del Cl?Pl. 

La legislación local faculta expresamente a los 

ejecutivos de los estados para celebrar convenios con la 
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Federación para que reos del orden común extingan sus 

condenas en establecimientos dependientes de ésta, en los 

siguientes E~tados: Eaja California Sur (art. 22 de la ley de 

ejecución de sentencias); Chiapas {art. 543 del CPPl; 

Hidalgo (12 de ley ejecución penas); México (5 de ley 

ejecución penas); Nuevo León (art. 50 del CP, 507 del CPP y 3 

de ley de ejecución penas); Sonora {22 de ley ejecución 

sanciones); Tabasco (4 de ley de normas minimas}; y Veracruz 

(2 de ley de ejecución de sanciones). 

En la tercera categoría, es decir, aquella a la que 

corresponde la legislación de los estados que de manera 

taxativa señalan que las penas deberán cumplirse en 

territorio nacional, se encuentran los siguientes estados: 

Campeche (art. de ley ejecución sanciones) ; Chihuahua 

(arts. 20, 22 y 23 del Código de defensa social y 614 de 

procedimientos en materia de defensa social); Guerrero (22 

del CP y 616 del CPPl; Jalisco (22 y 63 del CP); Nayari~ (80 

del CP); Oaxaca (563 del CPP); Puebla (95 del CP, 390 y 393 

del CPP); Tamaulipas (71 del CP) y Yucatán a 5 del CP). Es 

importante subrayar que, de conformidad con la legislación a 

que se hace referencia, los reos del orden común sentenciados 

por tribunales de las entidades federativas incluidas en esta 

categoría, excepto Chihuahua, no pueden participar en los 

traslados a que se refiere el último párrafo del articulo 18 

constitucional. El caso de Chihuahua resulta paradójico, ya 

que ha modificado su Constitución para permitir la inclusión 
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de reos en las traslados internacionales, y no ha adecuado 

la legislación de la materia. 

Es conveniente Señalar algunas características 

particulares de la legislación de ciertos estados, en lo 

relativo a este punto de facultades del órgano ejecutor de 

las sentencias para fijar el lugar de cumplimiento de las 

mismas. 

Los estados de Jalisco 5 6' México 57, y Oaxaca 58 

prevén la celebración de convenios con otros estados de la 

Unión para el intercambio de presos. En el espíritu de 

aproximar a los reos a sus lugares de origen o residencia, en 

donde se encontrarán más cerca de sus familiares, y 

eventualmente de la comunidad a la que habrán de 

reintegrarse, esta posiblidad resulta importante. Sin 

embargo su constitucionalidad se ha puesto en duda 5 9 por 

algunos autores que incluso han propuesto se hagan las 

modificaciones constitucionales necesarias. 

La legislación de Campeche 60, Nayarit 61, Puebla 62 y 

Yucatán 63 prevé que los reos podrán cumplir su sentencia en 

56 Art. 22 del CP 

5 7 Art. 5 Ley de ejecución de penas 

58 Art. 563 Cl?P 

5 9 García Ramirez. Ley penitenciaria y González Vidaurri y A. Sánc:hez 

Saridoval. Traslado nacional e internacionál de sentenciados. 

60 .P..rt. 7 rey ejecuci:.:.1 sa"lciones (Canpeche) 

61 Art. 80 CP Nayarit 

62 Art. 95 CP Puebla 

63 Art. 95 CP Yucatán 
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establecimientos dependientes de la Federación, sólo cuando 

las penas excedan de cier~o tiempo: tres años en Puebla y dos 

en los otros estados. 

El estado de Tamaulipas es el único cuya legislación 

prevé que reos federales extingan sus condenas en 

establecimientos penitenciarios dependientes de la entidact,64 

siempre mediante la celebración de convenios. 

Coahuila contempla la posibilidad de celebrar convenios 

con la federación para que "enfermos mentales o sordomudos 

sean trasladados a establecimientos especiales con los que 

cuenta la Federación. uóS 

No se puede dejar de señalar la forma totalmente 

contraria a la jurisprudencia de la SCJ en que legislaron lo~ 

estados ·de Chiapas en 1959, Guerrero en 1956, Querétarc en 

1950 y Sinaloa en 1955, al modificar sus códigos para 

permitir la ejecución de sentencias penales, fuera de sus 

territorios. 

64 Art. s de ley ejecución sanciones 

65 Art. 19 de la ley de ejecución de sanciones 
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III. COMPARACION DE LOS TRATADOS SOBRE EJECUCION DE 

SENTENCIAS PENALES CONCLUIDOS POR MEXICO 

Conforme al plan de trabajo indicado al principio, 

procederé a comparar los tratados celebrados por México con 

otros paises en materia de ejecución de sentencias penales. 

Como punto de referencia tomaré el concluido con los 

Estados Unidos de América, en virtud de haber sido el primero 

en suscribirse y para ese fin, a reserva de hacer un análisis 

más detallado en el capitulo siguiente, a continuación se 

hace una somera descripción. 

l. Las penas impuestas en un pais contratante pueden 

extinguirse en establecimientos penales del otro. 

2. Es necesario que se reunan los siguientes requisitos: 

a) que el delito por el cual se sentenció sea 

generalmente punible en el Estado ~eceptor, sin que sea 

necesariamente idéntico. 

b) que el delito no sea político, migratorio o militar 

e) que el reo 

i) sea nacional del Estado receptor 

ii} no esté domiciliado.en el Estado trasladante 

iii) otorgue su consentimiento para el traslado 

d) que en el momento de la solicitud queden por 

cumplirse por lo menos seis meses de la sentencia 

e) que no haya recursos pendientes 

f) que la duración de la pena sea determinada 
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3. El tratado prevé que las partes designarán a una 

autoridad que ejerza las funciones que el miSmo dispone. 

4. Señala el procedimiento a seguir para el inicio de 

los trámites y los elementos que deberán considerarse para 

decidir sobre la procedencia de los traslados. 

5. Estipula que se deberá proporcionar una certificación 

sobre una serie de datos, traducida y debidamente legalizada, 

así corno copia certificada de la sentencia. 

6. Las partes se comprometen a tomar las medidas 

legislativas necesarias para que las sentencias surtan 

efectos leales en sus respectivos territorios, a ejecutarlas 

conforme a las leyes del país receptor, a intercambiar 

informes semestrales y en su caso particulares sobre el 

estado que guarde la ejecución de las sentencias de los reos 

que hayan sido trasladados, a convenir el lugar para la 

entrega de los sentenciados y a reconocer la juri~dicci6n 

exclusiva del Estado trasladante sobre cualquier 

procedimiento que tenga por objeto impugnar o modificar las 

sentencias de sus tribunales. 

El tratado prevé la aplicación del mismo a menores 

in=ractores y contempla la posibilidad de celebrar acuerdos 

especiales para trasladar a personas acusadas de un delito 

que padezcan alguna enfermedad o anomalía mental. 

Este instrumentó contiene una serie de definiciones 

sobre lo que significan para electo del mismo Las expresiones 

"Estado trasladan te 11
, "Estado receptor", 11 reo 11 y 

"domiciliado. 11 
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Finalmente estipula que su vigencia será de tres años y 

que se prorrogará de manera automática si no se notifica la 

intención de terminarlo 90 días antes de su expiración. 

Los tratados celebrados con Canadá, Panamá y Bolivia son 

muy parecidos al estadounidense, de tal manera que me 

limitaré a señalar los puntos en que son diferentes. 

El tratado con Canadá 6 6 no excluye a los delitos 

pelitos, ni hace una explicación de lo que se entiende por 

doble punibilidad. No 'contempla la posibilidad de trasladar 

a personas acusadas de delitos que sufran enfermedad o 

anomalía mental. 

El artículo prevé que las penas impuestas por los 

tribunales de una de las. partes podrán extinguirse en el pais 

receptor, pero no estipula que en establecimientos penales, 

lo cual en mi opinión da márgenes de interpretación más 

amplios. 

El inciso 1) del articulo IV del tratado canadiense 

establece la obligación de las partes de explicar a cualquier 

reo que quede comprendido dentro de lo dispuesto el tratado, 

el contenido del mismo. Esto es sumamente importante ya que 

si bien ninguno de los tratados otorga a los prisioneros un 

6 6 Hecho en Ottawa el 22 de noviembre de 1977, aprobado por el Senado 

el 30 de noviembre de 1978, según decreto publicado en Diario Oficial 

del 22 de diciemhn? ~ 1978. Canje de int!."'..W'3__ntos de ratificación en 

la Ciudad de ~ico el 27 de febrero de 1979. Publicado en el Diario 

Oficial del 26 de marzo de 1979, en vigor a partir del 29 de marzo 

del mismo año. 
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derecho subjetivo para exigir su traslado, sí tienen el 

derecho a pedir que se consideren sus casos. La disposición 

cobra más importancia si se tiene presente que Canadá es un 

Estado fed~ral (con ciertas características unitarias en su 

sistema penal sustantivo y adjetivo, pero no en el ejecutivo) 

y que la estipulación se hace sin ninguna reserva en cuanto 

al alcance vinculatorio que puede tener para las autoridades 

locales. Una disposición análoga en el tratado con EUA 

tendría un impacto positivo en las gestiones de protección de 

nacionales mexicanos en este país. 

Otra diferencia importante del acuerdo con Canadá 

consiste en la estipulación de que las partes proporcionarán 

informes sobre el estado que guarde la ejecución de la 

sentencia de cualquier reo trasladado, a solicitud de la otra 

Parte, 67 y no establece la obligación de intercambiar 

informes semestrales generales como el tratado con EUA~ 

Finalmente, define lo que debe entenderse por 11 nacional 11 

canadiense para efectos del tratado. 

Las principales diferencias del tratado panameño6 8 

respecto al tratado con EUA son las siguientes: 

67 Ait. v, inciso 6 

66 Hecho en la Ciudad de México el 17 de agosto de 1979, aprobado por 

el Senado el 29 de noviembre de 1979, según decreto publicado en el 

Diario Oficial del 9 de enero de 1980. El canje. de inst~~11tos de 

ratificación tuvo lugar en Panamá, en junio de 1960. Se publicó en 

el Diario Oficial el 24 de junio de ese mismo ai\o y entró en vigor el 

11 de julio de 1960. 
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Estipula la doble punibilidad corno el tratado 

canadiense, no e:-:ige que se proporcione copia certificada de 

la sentencia ni que la pena sea determinada. También dispone 

que las partes r.omen las medidas necesarias para que las 

sentencias de la otra parte surtan sus efectos en el 

territorio del Estado receptor. 

La duración de este tratado es de cinco años, 

prorrogables automáticamente si no se notifica la intención 

de terminarlo seis meses antes de la fecha de expiración. 

Prevé que las partes permitan el tránsito por sus· 

respectivos territorios de prisioneros que estén siendo 

trasladados en virtud de acuerdos semejantes con otros 

paises69, y al igual que el acuerdo con Canadá, dispone que 

los informes sobre el estado que guarde la ejecución 'de las 

sentencias se proporcionarán mediante solicitud especifica, y 

no periódicamente. 

una diferencia menor, que comparte con el tratado 

boliviano, es que coloca las definiciones al inicio del 

documento. 

El tratado concluido con Bolivia70 requiere como el 

canadiense, que las disposiciones del mismo se expliquen a 

69 Art. x. 
70 Finnado en La Paz, Bolivia el 9 de dicirobre de 1985, aprobado por 

la cámara de Senadores el 28 de dicirobre del mismo año, según 

decreto publi=dc en el Diario Oficia] dP.l 3 cie febrero de 1986. Fue 

prcmulgado el 15 áe mayo de 1986 y entró en vigor en la fec.'1a del 

CE"~'1.je de instrt-."'l'entos de ratificación que el d..""Creto de promulgación 

no indica cuando ocurrió. 
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.. las persona~ cuya situación jurídica quede comprendida dentro 

del acuerdo. También como el canadiense y .el panameño, 

dispone que los informes sobre la ejecución de las sentencias 

de los individuos trasladados se proporcionarán mediante 

petición específica. La diferencia. principal con los demás 

tratados es que incluye la declaración de que se excluyen de 

las disposiciones del mismo a los reos condenados a muerte. 

Los negociadores del convenio tal ·Jez pensaron que esta pena 

tiene alguna característica readaptadora y que se corría el 

riesgo de que se intercambiaran muchos prisioneros condenados 

a tan radical solución criminalistica. Este tratado tiene 

algunos otros defectos técnicos, como llamar infractores 

menores a quienes suponemos son menores infractores, pero no 

vale la pena abundar sobre el particular. 
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IV.EL TRATADO ENTRE HEXICO Y EUA 

Para hacer el análisis del tratado entre México y EUA 

sobre la ejecución de las s~ntencias penales, es conveniente, 

en primer término, reseñar el contexto en que se dio la 

negociación de este instrumento, lo que permitirá advertir 

algunos de los puntos juridicos que se tuvieron presentes y 

que se intentaron resolver desde un inicio. 

En esta parte también reseñaré las ~edificaciones que se 

han hecho a la legislación en los dos paises, con el 

propósito especifico de aplicar el tratado, asi como las 

cuestiones que han sido sometidas a la consideración de 

tribunales y las decisiones de estos. Finalmente intentaré 

abordar algunos problemas que la aplicación del tratado 

plantea, y que requieren en mi opinión de nuevas soluciones. 

al Historia del 'T'ratado 

Es pertinente aclarar que esta sección se basa 

fundameritalmente en una serie de publicaciones del Gobierno 

de los Estados Unidos de América, que son los únicos 

documentos de carácter público que estuvieron a mi alcance. 

Los hechos, son a mi parecer bastantes exactos. He 

prescindido desde luego de- algunos juicios de valor 

contenidos en dichos documentos, característicos después de 

todo, de la petulante arrogancia e ignorancia que suele 

demostrar el Congreso de EUA. Entidad que recientemente no 
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ha vacilado en autodefinirse como el cuerpo colegiado 

deliberativo más importante del mundo, pero que suele olvidar 

las palabras de Madi son, e.n el sentido de que ninguna 

asamblea puede decidir legítimamente algo que concierne a 

quien no" está representado en ella. 

continuo. 

Hecha la aclaración, 

En los primeros años de la década de los setenta México 

intensifica su lucha contra el narcotráfico, y como una de 

las secuelas de esta actividad policiaca, aumenta 

considerablemente el número de detenidos y prisioneros 

estadounidenses en cárceles del país. 

Algunos de 

delitos contra 

estos prisioneros eran responsables de 

la salud que involucraban la 

pequeños volúmene:::; de sustancias psicotrópicas 

posesión de 

prohibidas. 

Los más, sin embargo, eran trafican.tes en gran escala o 

"correos". que transportaban cantidades considerables de 

narcóticos. 

La situación de las cárceles en México hacia el año 

1974, ciertamente nada envidiable, propició que algunos de 

los prisioneros estadounidenses se quejarán con sus 

congresistas y que estos pidieron al Departamento de Estado 

que investigara la situación de sus nacionales ~n prision~s 

mexicanaS, particularmente para determinar si se respetaban 

sus derechos individuales y garantías procesales. 

La situación de los · Penales mexicanos se volvió un 

problema en la relación bilateral, que en su momento llegó a 

ser discutido por los secretarios García Robles y 
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Kissinger.71 México propuso co~o solución la adopción de un 

tratado que permitiera que las penas privativas de libertad 

se extinguieran en el país de la nacionalidad de los 

prisioneros. Esto permitiría aliviar las tensiones 

diplornáticas y, propiciaría la readaptación del sentenciado 

en su propio medio. 

En esa época, como se ha señalado' al reseñar la última 

reforma hecha al articulo 18 de nuestra constitución, había 

ya varios convenios para el traslado ~e persohas 

sentenciadas, en vigor en otras partes del mundo, y la idea 

comenzaba a discutirse ampliamente en foros internacionales 

Los Estados Unidos no tenían ningún convenio análogo con 

otros paises, sin embargo, el gobierno de Canadá babia 

indicado su des~o de negociar un tratado que permitiera el 

traslado de personas sentenciadas que estuvieran en la etapa 

preliberacional, desde principios de 1975. 

En el fuero militar, Estados Unidos contaba con 

antecedentes que permitían sujetar a sus militares destacados 

en ciertos paises, a la jurisdicción adjudicataria de los 

tribunales norteamericanos. 

La iniciativa de México para la celebración de un 

tratado, fue acogida por los Estados Unidos y en septiembre 

de 1976 se iniciaron las negociaciones que habrían de 

culminar el 29 de noviembre del mismo año con la firma del 

instrumento bilateral que sigue vigente. 

71 En junio de 1976 
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No se pued~ dejar de apuntar que la negociación del 

tra_tado fue simultánea al proceso de modificación de la 

Constitución mexicana y que en realidad, el artículo 

reformado que daría fundamento al tratado, entró en vigor 

hasta febrero del año siguiente. La Cámara de Senadores fu~ 

muy diligente al aprobar el tratado al día siguiente de haber 

aprobado el proyecto de declaratoria de reforma de la 

constitución. El decreto de aprobación del tratado ze 

publicó unos días antes incluso, que el decreto de 

promulgación de la declaración de la reforma constitucional. 

Las cuestiones jurídicas que se exploraron inicialmente 

se referían a problemas constitucionales y de soberanía. 

Qué garantías individuales de los prisioneros estaban en 

juego? Dónde terminaba la competencia del Estado trasladante 

y dónde daba inicio la del receptor? En otras palabras, era 

posible que el Estado privara de su libertad a una persona al 

amparo de una sentencia extranjera sin violar asi derechos 

constitucionales? Cuál seria el régimen jurídico aplicable a 

la ejecución de las sentencias? 

Desde los primeros informes del Departamento de Est3do 

al Congreso de EUA, queda claro que el traslado de 

prisioneros no implicaría un intercambio que resultara 

numéricamente igual. 

Durante las audiencias convocadas por el Senado de EUA 

en junio de 1977, para considerar la aprobación del tratado 

se hizo hincapié en la importancia de que los tratados fueran 

constitucionales Cal mismo tiempo consideraban los tratados 
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suscritos con México y can Canadá) ya que podrian servir de 

precedente para negociar otros acuerdos, incluso 

multilaterales, en virt:ud, se dijo, de haber ciudadanos 

estadounidenses prisioneros en un gran nUrnero de países. 

El punto constitucional que se abordó generalmente fue 

el planteado por el compromiso estipulado en el artículo VI 

del tratado, en el sentido de que el Estado trasladanr.e 

tendría jurisdicción exclusiva respecto de cualquier 

procedimiento que tu\.·iera por objeto impugnar, rnodif icar o 

dejar sin efectos las sentencias de sus tribunales. 

En Estados Unidos el recurso de habeas corpus permite 

que una persona privada de su libertad pida a un ~ribunal que 

:-evise la legitimidad de ·1a detención. Los negociadores de 

los departamentos de Estado y Justicia estimaron que el 

requisito indispensable de q~e el reo otorgara su traslado 

equi·;alla a una renuncia a interponer algún recurso, y que 

asi se solventaría cualquier problema constitucional. 

Los procuradores de los estados fronterizos con Néxico 

comparecieron ante el Comité de Relaciones Exteriores del 

Senado, personalmente o por escrito, para expresar su apoyo a 

la ratificación del tratado y señalaron uniformemente que 

estimaban que el acuerdo resultaría constitucional, pero que 

en todo caso correspondería a los tribunales determinarlo en 

Ult~rna instancia. 

El argumento que se manejaba era que la aplicación del 

tratado no privaria a los reos que se encontraban en Héxico 

de ningún derecho que ya tuvieran y que por. el contrario 
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habría la posibilidad de mejorar las condiciones en que 

compurgarían sus sentencias. Indicaban que el consentimiento 

externado con pleno conocimiento de los alcances del mismo 

era suficiente y que la situación re·sultaba análoga a la 

renuncia que frecuentemente se hace al derecho de ser 

representado por un abogado o al fenómeno que se conoce con 

el nombre de "plea bargaining", mediante el cual se negocian 

los términos de la acusación que da inicio a la acción penal. 

Las cuestiones de saberania quedaban resueltas al prever 

un mecanismo que requiere el consentimiento de ambos Estados, 

además de la voluntad del prisionero, en cada caso y también 

al adoptar el texto del articulo VI ya mencionado. También 

quedó claro en las audiencias que México no hubiera .suscrito 

el tratado ni lo concluirá sin esta disposición. 

Durante las audiencias, el consultor jurídico del 

Departamento de Estado señaló que el tratado lo que impl~caba 

principalmente era que el Estado receptor aceptaba custodiar 

al delincuente. También mencionó que ya se daba un fenómeno 

semejante en el régimen federal de EUA, en virtud de la 

existencia de muchos acuerdos interestatales y entre estados 

y Federación para el traslado de prisioneros. También 

declaró el consultor jurídico que la aplicación de los 

tratados no implicaria que los reos estadounidenses serian 

puestos en libertad automáticamente al llegar a su pais. 

r·inalrnente se refirió a los alcances de lo estipulado en 

el inciso 6) del articulo V indicando que el objetivo de esta 

disposición era evitar que la sentencia extranjera tuviera 
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efectos análogos a la sentencia nacional en la compleja 

materia de antecedentes penales, ya que en EUA, el impacr.o de 

una sentencia penal puede ser en áreas tan diversas como la 

obtención de permisos para tener armas o la capacidad para 

participar en un jurado, y no es uniforme en todas las 

entidades federativas. 

De la intervención del subprocurador general ar\te el 

mismo comité del Senado, cabe destacar lo siguiente: 

El Departamento de Justicia no consideraba que los 

tratados fueran ''autoaplicables'1
, es decir, se requeria de 

legislación que pusiera en efecto sus disposiciones~ 

El tratado entre Néxico y EUA era el primero que se 

celebraba entre un país de tradición jurídica romanista y uno 

de derecho anglosajón. 

El régimen aplicable preliberacio:lal y de reducción de 

sentencias sería el del Estado receptor. 

En la misma audiencia se señalo que la exclusión 

específica de los delitos políticos se habia incorporado en 

el texto a petición de la parte mexicana. 

Ademas de los testimonios de los funcionarios del 

gobierno de EUA, participaron en las audiencias del Senajo de 

dicho país algunos particulares, entre los que cabe mencionar 

a dos profesores: Herbert:. Wechsler, de la escuela de derecho 

de la Universidad de Columbia y Alan c. Swan, de la escuclJ 

de derecho de Miami. 

El profesor Wechsler declaró que en su opinión ;::ol 

tratado era constit:.ucional porque no privaba de ·su derecho a 
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los prisioneros, ni permitía que se aplicara una pena de 

forma tal que resultara inusitada o agravara la condición en 

la que el prisionero se encontraba en el país trasladante. 

Al mismo tiempo opinaba que el recurso de habeas ("'o~pus 

podría ejercerse en caso de que el reo traslado no hubier_.:i. 

otorgado su consentimiento conforme a lo previsto por el 

tratado o que de alguna forma se hubieran transgredido 

disposiciones del propio tratado. 

El señor Swan por su parte opinó que era posible 

sostener la constitucionalidad del tratado, que estimaba que 

era obviamente preocupante que los órganos gubernamentales de 

EUA fueran a ejercer su poder para privar de la liber~ad a un 

individuo cuando no se hubieran respetado sus garri.ntL1s 

pr~cesales, pero que consideraba que si se abría la 

posibilidad de que tribunales de EUA anularan los efectos de 

las sentencias mexicanas, lo más probable sería que el 

tratado dejaría de aplicarse y que esto perjudicaría 10s 

. derechos· de muchos individuos que desearan acogerse a lO!:i 

beneficios del convenio, siendo esto último más importante. 

bl Legislación adopt-ada nara poner f"aO efi:>rto Jos 

traslados internacionales de rpos 

Al tiempo que se consideraban los tratados en el Senado, 

el Congreso de EuA elaboró la legislación que esti~ó 

necesaria para aplicarlo. 

Los elementos principales del régimen jurídico ad~ptado, 

que se incorporó en el Título 18 (Derecho penal} del -Código 
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Federal de EUA en las secciones 4100 a 4115 son los 

siguientes. 

Se t=ata de disposiciones de orden general que tienen 

por objeto la aplicación de tratados sobre la ejecución de 

sentencias penales que se celebren con cualquier país, lo 

cual explica que se incluyan supuestos que el acuerdo 

bilateral no comprende. 

Para efectos del ar~ículo III del Tratado, la autoridad 

designada para ejercer las funciones previstas por el mismo, 

es el Procurador General de EUA. 7 2 

Se establecen términos análogos a los del tratado con 

México en lo relativo a doble punibilidad; consentimiento del 

reo; que no existan recursos pendientes y que l~s personas 

trasladadas sean nacionales del estado receptor, es deci~, no 

prevé el traslado de personas domiciliadas en el estado 

receptor que no sean nacionales del mismo; así como para la 

extinción de la responsabilidad penal en caso de perdón, 

indulto o amniscia por parte del Estado trasladante.73 

Requiere que para efectuarse un traslado exista en todo 

caso un tratado vigente. Establece que en ca,so 'cte que el 

tratado que haya servido de base para trasladar a un 

prisionero dejara de estar en vigor, la sentencia se cumplirá 

de todas formas. 

72 u.s.c. 18 § 4102 (1) 

73 u.s.c. 18 § 4100 



56 

Faculta al Procurador General de EUA para recibir en 

custodia a los prisioneros trasladados a este país; a 

formular reglamentos para poner en efecto los tratados; a 

concluir acuerdos con las autoridades estatales para incluir 

a reos del orden común en los traslados internacionales y a 

disponer lo necesario para permitir el· tránsito por su 

territorio de prisioneros de terceros paises que sean 

transportados para la ejecución de sus sentencias en otros 

Estados receptores. 7 4 

Establece el régimen de los reos trasladados con 

sentencias que los colocan en alguna forma de libe:;tad 

vigilada equivalente a la sentencia suspendida, y el 

proc~dimiento a seguir en caso de que la suspensión fuere 

revocada por violación de las condiciones impuestas al 

sentenciado. 7 5 

La sección 4105 de la ley resulta de la mayor 

importancia ya que provee a la aplicación de los términos de 

remisión parcial de pena. Reconoce el principio de la 

acreditación de los dias que deban abonarse por motivos tales 

como trabajo, buena conducta o prisión preventiva, que el 

tratado bilateral prevé en el inciso 7) del articulo IV. 

Además establece el régimen de remisión parcial de la pena 

por el tiempo compurgado en EUA, mediante la referencia a las 

74 u.s.c. 18 § 4102 

75 u.s.c. 18 § 4104 
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Faculta al Procurador General de EUA ¡)ara recibir en 

custodia a los prisioneros trasladados a este país; a 

formular reglamentos para poner en efecto los tratados; a 

concluir acuerdos con las autoridades estatales para incluir 

a reos del orden común en los traslados internacionales y a 

disponer lo necesario para permitir el tránsito por su 

territorio de prisioneros de terceros paises que sean 

transportados para la ejecución de sus sentencias en otros 

Estados receptores.74 

Establece el régimen de los reos trasladados con 

sentencias que los colocan en alguna forma de libertad 

vigilada equivalente a la sentencia suspendida, y el 

proc~dimiento a seguir en caso de que la suspensión fuere 

revocada por violación de las condiciones impuestas al 

sentenciado.75 

La sección 4105 de la ley resulta de la mayor 

importancia ya que provee a la aplicación de los términos de 

remisión parcial de pena. Reconoce el principio de· la 

acreditación de los días que deban D.bonarse por motivos tales 

como trabajo, buena conducta o prisión preventiva, que el 

tratado bilateral prevé en el inciso 7) del articulo IV. 

Además establece el régimen de remisión parcial de la pena 

por el tiempo cornpurgado en EUA, mediante la referencia a las 

74 u.s.c. 18 § 4102 

75 u.s.c. 18 § 4104 
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normas generales sobre este punto para prisioneros federales 

de Estados Unidos.76 

En lo tocante al régimen preliber3cional la disposición 

más importante de la ley es la que faculta a la comisión que 

establece la libertad preparatoria para colocar a los reos 

trasladados a EUA en esta situación jurídica, en el momento 

que lo estime conveniente con una gran discrecionalidad. 

Debe entenderse que la sentencia no queda compurgada, pero se 

coloca al sentenciado en una forma de libertad vigilada.77 

La legislación a la que me he venido refiriendo dispone 

la forma en que se ha de verificar que los reos que sean 

trasladados hayan dado su consentimiento y prevé que si un 

tribunal del Estado receptor determinara a instancias del reo 

que el traslado no se efectuó conforme a lo dispuesto por los 

tratados, el prisionero condenado por un tribunal de EUA 

podrá ser regresado a este pais si la autoridad compecentn 

del mismo lo solicita. 78 Dispone también el procedimiento ,:-.¡_ 

seguir en la situación reciproca.79 

Finalmente reglamenta el estatuto migratorio para 

efectos ulteriores de las personas t=asladadas siendo EUA 

Estado trasladante y determina que la disposición de la 

76 u.s.c. 18 §§ 4161 y 4162 

77 Es pertinente señalar que el régirren de libertad preparato::ia en el 

derecho penal federal de EUA está sufriendo una serie de 

modificaciones cuyos alcanc~s n?spetto a la aplicación del ~rat:idc 

todavía no es posible precisar. 

78 u.s.c. 18 § 4107 

79 u.s.c. 18 § 4108 y 4114 
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sentencia penal extranjera que condene a un reo trasladado a 

EUA a la reparación del daño, será exigible ante tribunales 

federales de este país y su Procurador General podrá 

ejercitar las acciones necesarias.SO 

La legislación mexicana adoptada con posterioridad a la 

entrada en vigor del tratado, es parca si se c~rnpara con la 

estadounidense. 

En efecto, en términos generales resultan aplicables las 

disposiciones del Código Penal para el Distrito Federal 

respecto al límite superior de las sentencias (art. 40} y a 

la libertad preparatoria (art. 84, 85 y 86); el capitulo III 

del titulo decimotercero del Código Federal de Procedimientos 

Penales (articules 540 a 548) relativo a la libertad 

preparatoria y la Ley que establece las normas minimas sobre 

readaptación social de sentenciados. 

De manera especifica se refieren a los traslados 'de 

prisioneros la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal, que entre las funciones de la Secretaria de 

Gobérnación $eñala en la parte final de la fracción XXVI del 

articulo 21 la de "... participar conforme a los tratados 

relativos en los traslados de los reos a que se refiere el 

quinto párrafo del articulo 18 constitucional; 11 y los 

artículos 2 fracción VII y 9 fracción III de la Ley orgánica. 

de la Procuraduría General de la República y el articulo II 

fracción III d~ ~u.reglamento. 

80 u.s.c. 18 § 4115 
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De las 6ltirnas disposiciones la más especifica es la 

contenida en el artículo 9 que dice: 

"El cumplimiento de leyes, tratados y acuerdos de 

alcance internacional en asuntos concernientes a las 

atribuciones de la institución, comprende: 

11 III. La intervención, por acuerdo del Presidente de la 

República, en la aplicación de los tratados celebrados 

conforme al último párrafo del articulo 18 constitucional ... 11 

Para los fines del articulo !!! del tratado bilaceral 

can Estados Unidos, el titular del Ejecutivo Federal emitió 

un acuerdo el once de noviembre de 1977, publicado en el 

Diario Oficial del día dieciséis del mismo mes y en vigor a 

partir del día 30 de ese mes y año, en virtud del cual el 

Procurador General de la República es la autoridad que ejerce 

todas las funciones previstas en el tratado y ordena a las 

autoridades que por sus funciones deban intervenir que 

suministren al funcionario mencionado los informes y 

documentos que éste les solicite. 

No me fue posible determinar si han sido expedidos los 

acuerdos correspondientes a los otros tratados en vigor, pero 

de confirmarse su inexistencia, pondría en evidencia la 

anomia que de por si caracteriza al régimen de la ejecución 

de ~as sentencias penales extranjeras en México. 

el ñpl icaci6n del tra¡-at"It-1 

Hecha la reseña sobre la legislación vigente en México y 

en Estados Unidos, describiré brevemente la forma en que 
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opera el traslado de prisioneros de nacionalidad mexicana, 

sentenciados en EUA, con el propósito de apuntar a algunos de 

los problemas jurídicos que se plantean. 

En primer lugar hay que tener presente que pueden 

participar reos del fuero federal que se encuentren en 

cualquier parte del pais y reos del orden común de los 

Estados federales cuya legislacion prevé tal posibilidad. 

Los Estados de la Unión Americana que han adoptado la 

legislación que les permite solicitar la inclusión de sus 

prisioneros en traslados internacionales son: Alaska, 

Arizona, California, Colorado, Florida, Hawaii, Idaho, 

Illinois, Kansas, Maryland, Massachusetts, Michigan, 

Minnesota, Mi.Ssouri, Montana, Nebraska, Nevada, Nueva Jersey, 

Nuevo México, Nueva York, Dakota del Norte, Oklahorna, Oreg6n, 

carolina del Sur, Texas, Virginia, Washington, Wisconsin y 

Wyoming. 

Esto es importante ya que implica un procedimiento 

pr~vio al trámite que realizan los órganos federales. 

En el ámbito local, los prisioneros suelen solicitar, 

directamente o mediante la intervención de los cónsules 

mexicanos, su repatriaci6n. Las autoridades compe.tentes 

pueden también tomar la iniciativa y preguntar a los 

prisioneros si desean ser trasladados. En todo caso el. 

gobierno estatal es el primero que decide conforme a su 

legislación si habrá de solicitar la inclusión de un reo de 

su jurisdicción en un traslado internacional. Generalmente 

el órgano ejecutor de las sentencias consulta al fiscal.que 
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ejercitó la acción penal y al juez que dictó sentencia para 

saber si objetan el traslado. 

Lamentablemente con frecuencia los fisc~les se oponen al 

traslado con lo que frustran notablemente las posibilidades 

de readaptación social que ofrece el tratado. 

Además, en EUA se observa actualmente una actitud ante 

la pena preponderantemente retributiva. 

Una vez que un Estado aprueba el traslado de un 

prisionero, solicita su inclusión en el programa al 

Departamento de Justicia. A partir de este momento el 

trámite es igual para sentenciados locales o federales y la 

entidad mencionada considera que el Estado no puede retirar 

la solicitud, a no ser que se corneta un nuevo delito ·o suceda 

un hecho análogo que lo justifique. 

Por lo que se refiere al último tipo de prisioneros 

mencionados, el Departamento de Justicia tiene un mayor 

control de todo el trámite. Cabe notar que también otorga 

mucho peso a la opinión de los fiscales que se oponen al 

traslado de los sen~enciados. 

Cuando el Departamento de Justicia detemina solicitar el 

traslado de un prisionero integra un expediente con la 

doc~mentación que sefiala el t=atado y, por ~a via 

diplomática, lo presenta debidamente legalizado a la Embajada 

de México en Washington. 

La sección consular de la Embajada autentica las firmas 

de la documentación recibida y la Embajada incorpora al 

expediente los documentos que remiten los consuladás, 
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relativos a la nacionalidad, el domicilio y .la constancia de 

que se explicaron al reo los alcances de su petición y que 

éste otorgó su consentimiento para el traslado. 

La Embajada analiza cada expediente para verificar que 

estén debid'amente integrados y los remite al Procurador 

General .de la República para su acuerdo. La misión 

diplomática suele dar una opin~ón sobre si se reúnen los 

requisitos que prevé el tratado o no. 

El Procurador General de la República somete los 

expedientes para su consulta a la Secretaria de Gobernación y 

comunica a la Embajada los nombres de los prisioneros 

aceptados y rechazados. En el caso de los prisioneros 

rechazados no suele informar los motivos que tuvo para 

ejercer esa opción discrecional para la que está facultado. 

La Embajada de México procede a comunicar el acuerdo del 

Procurador a la parte estadounidense y el Departamento d.e 

Justicia organiza las audiencias para que se verifique que 

los reos aceptados han otorgado su consentimiento para ser 

trasladados. 

Los problemas que con más frecuencia se presentan son 

los que a continuación enumero en el orden al que me referiré 

brevemente más adelante: 

1) Requisito de que queden por cumplir más de seis meses 

de la sentencia 

2) presencia de delitos migratorios, además de otros 

hechos ilícitos 

3) doble punibilidad de algunos tipos delictivos 
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4) prueba de nacionalidad 

5) domicilio 

6) duración indeterminada de las sentencias y 

7) anemia legislativa y reglamentaria en México 

para la ejecución de las sentencias penales 

extranjeras 

Por lo que se refiere al requisito de que q~eden por 

cumplirse más de seis meses de la sentencia en el momento de 

la solicitud es preciso determinar a qué solicitud se 

refiere, es decir, a la solicitud del Estado trasladante, o a 

la solicitud del reo. Es verdad que el propósito principal 

del tratado es la readaptación, misma que como señala García 

Ramirez,81 no se puede lograr en un lapso brevísimo. Dado 

que transcurre algún tiempo desde que el prisionero solicita 

su traslado hasta que el Departamento de Justicia formula la 

solicitud es probable que si faltaran menos de seis meses al 

momento de la petición del reo no sólo el lapso por 

transcurrir de la sentencia fuera mu~ breve, sino que tal vez 

ya habría concluido cuando se acordara su traslado. Sin 

embargo, en ausencia de normas reglamentarias me inclino a 

pensar que en caso de duda debe estarse a favor del reo. 

Principio fundamental del derecho penal, que también 

resultará aconsejable recordar en ciertos casos dudésos de 

domicilio y nacionalidad, como se verá más adelante. 

81 Garcia Ram'.lrez, Legislación penitenciaria comentada pag. 256 
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Hay· ocasiones en que un prisionero cometió un delito 

migratorio y además cometió otro tipo de delito, por ejemplo 

homicidio, o un delito contra la salud y es sentenciado por 

los distintos delitos a determinadas penas que sin embargo se 

compurgan de manera concurrente. En mi opinión si la pena 

del delito migratorio es menor que las correspondientes al 

otro u otro delitos, una vez transcurrido el lapso de la 

primera pena debe proceder el traslado, siempre y cuando sea 

posible determinar con precisión datos tales como el tiempo 

que deba abonarse en la extinción de las penas restantes. Es 

importante tener presente que el motivo del inciso 4 del 

articulo II del tratado fue el complejo fenómeno migratorio 

existente. 

Hay tipos delictivos que prevén que el sujeto acti·..ro del 

delito tenga la calidad de extranjero en situación migratoria 

ilegal pero ·que no son delitos esencialmente migratorios ni 

delitos "previ;>tos en las leyes migratorias" como señala el 

tratado. 

Tal es el caso de la ley públic~ 90-351, del 19 de junio 

de 1968 que penali~~ la posesión de armas de fuego por cierto 

tipo de individuos, desde ex convictos hasta personas que 

fueron ciudadanos de EUA por nacimiento y renunciaron a su 

nacionalidad. En esta lista se incluye a extranjeros que se 

encuentren ilegalmente en Estados Unidos. En mi opi.nión este 

tipo de delitos no quedan comprendidos dentro de la excepción 

que prevé el tratado. 
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La doble punibilidad plantea ciertos problemas en 

algunos tipos delictivos que pueden ser muy parecidos como la 

asociación delictuosa y la fuga. 

En Mé~ico la asociación delictuosa requiere de la 

participación de tres personas,82 en EUA basta con dos. ~n 

nuestro país el preso que se fuga sólo comete un delito ... 

cuando obre de concierto con otro u otros presos y se fugue 

alguno de ellos o ejerciere violencia en las personas ... u83 

La posesión de ciertas substancias psicotrópicas puede 

ser un delito. La conducta típica se define cuando la 

substancia está comprendida en determinadas listas, en México 

comprendidas en la Ley general de salud. Para efecto de la 

doble punibilidad es muy importante tener presente que las 

listas de sustancias controladas son distintas en ambos 

países. Para efectos del tratado, en este caso estimo que 

debe haber identidad. 

Las tres situaciones descritas requieren· de un análisis 

casuístico y deben darse todos los elementos esenciales del 

tipo delictivo. 

El articulo II, inciso 2 del tratado requiere que los 

reos sean nacionales del Estado receptor. Son pocos los 

documentos que hacen prueba plena de la nacionalidad y con 

frecuencia los nacionales mexicanos privados de su libertad 

en EUA, carecen de ellas. 

82 Art. 164 del C. Penal 

83 Art. 154 del c. Penal 
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Hacen prueba plena el acta de nacimiento cuando no es 

extemporánea, el pasaporte y la cartilla del servicio 

militar. 

En el caso de personas que gozan de su libertad es 

práctica 'frecuente la expedición de un documento consular de 

identificación, que se otorga cuando el cónsul establece a su 

satisfacción la Presunción de que el requirente es un 

nacional mexicano. Este documento tiene como propósito la 

internación en el pais, y compete a las autoridades 

migratorias resolver en definitiva sobre el ingreso de estas 

personas. 

La práctica que siguen los consulados mexicanos cuando 

un reo que desea ser repatriado ne cuenta con la 

documentación comprobatoria de su nacionalidad, es la 

siguiente. 

En primer término se auxilia al prisionero a obtener el 

acta de nacimiento o los documentos supletorios que permitan 

determinar la nacionalidad, como acta de matrimonio, de 

nacimiento de los padres o de los hijos, calificaciones 

escolares, boletas de fe de bautismo certificadas 

notarialmente, certificaciones municipales, etc. En caso 

necesario los cónsules solié:itan la colaboración de l.:i 

Dirección General de Protección y Servicios Consulares de la 

SRE. 

Si la búsqueda de los documentos resulta infructuosa y 

el cónsul de México persiste en su convicción de que el 

interesado es un mexicano, elabora un informe pormenorizado, 
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expide un documento de identidad igual al que elaboraría para 

un presunto nacional que no esté privado de su libertad y 

este documento se integra al expediente que se remite al 

Procurador General, para que resuelva lo que en defini-civa 

corresponda. 

El tratado define al "domiciliado" como la "persona que 

ha radicado en el territorio de una de las Partes por lo 

menos cinco años con el propósito de permanecer en él 11 84 y 

excluye a los reos que hubieren estado domiciliados de la 

posibilidad de. la repatriación. 

El domicilio es un atributo de la persona que tiene dos 

elementos fundamentales: la residencia en un lugar 

determinado y el propósito de radicar en él. 85 En derecho 

mexicano, el artículo 30 del Código Civil establece la 

presunción de que el elemento subjetivo se da cuando se 

reside en un lugar por más de seis meses. 

No logré determinar si en el derecho de EUA hay una 

presunción análoga a la que establece el art. 30 de nuestro 

código civil, que nos permitiria resolver fácilmente este 

punto. 

La definición del tratado tiene varias implicaciones. 

En primer lugar se da la exclusión sólo cuando el reo ha 

radicado en el Estado trasladante cinco años o más. Es decir 

en cualquier caso que la residencia (legal o ilegal) haya 

8 4 Art.. IX, inciso 4 

85 V. en est:e sentido Diccionariq Jurid.ico Vi3.tlcano, torro III, pags. 

348y 349 y Black's L3w Diccionary, pags •. 572 y 573 
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sido menor de cinco años, el reo no queda excluido por lo 

dispuesto en esta parte del tratado. 

En segundo lugar debe entenderse que se trata de un 

domicilio nacional, es decir, la residencia puede haber sido 

en múltiples puntos de un país. 

Nos queda el pioblema subjetivo, es decir, el propósito 

de permanecer en el país cuyo tribunal sentenció. 

Si nos acogemos al estatuto personal del reo, opera~ia 

la presunción legal establecida por el código civil de 

México, y consecuentemente no habría sido necesario incluir 

la segunda parte de la definición de domiciliado. 

Por lo anterior estimo que cuando una persona haya 

permanecido cinco años o más en el país que lo conoenó y 

desee ser trasladado, de manera casuista se deberán analizar 

los vínculos del sentenciado con cada uno de los estados 

Parte, en lo~ términos del Articulo IV, inciso 4 y decidir en 

función de estos teniendo presente siempre la readaptación 

social del sentenciado, el principio in dubio pro reo y no 

olvidar que muchas personas que permanecen más de cinco años 

en el extranjero, particularmente las de menores rectirsos 

ec0n6micos, lo hacen porque las circunstancias los obligan y 

no porque no quieran volver a su patria. La residencia por 

cinco años o más no debe ser causa automática para excluir a 

una persona de los posibles beneficios del tratado. 

Por lo que toca a la duración determinada de las 

sentencias, requisito previs~o en el articulo IV, inciso .6 

del tratado, es preciso hacer las siguientes consideraciones. 
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Muchos de los estados de E:UA tienen sistemas penales que 

prevén la imposición de sentencias indeterminadas. Es 

frecuente que las juntas de libertad condicional tengan la 

facultad para definirlas y en algunos casos los gobernadores 

pueden conmutarlas por penas de duración especifica. 

Para efectos del tratado es importante saber cuándo una 

decisión de una junta de libertad condicional es una 

auténtica determinación de la duración de la sentencia y 

cuándo se trata de alguna forma de preliberación. En el 

primer caso se estarla en el supuesto de la parte final del 

citado inciso 6 del articulo IV y no habría obstáculo para el 

traslado; en el segundo, la pena seguiría siendo indefinida, 

ya que generalmente las decisiones de preliberación pueden 

ser revocadas. 

En cuando a la conmutación de penas indeterminadas por 

penas de duración definida que hacen los gobernadores, en 

general se ve limitada por la incertidumbre sobre la forma en 

que será aplicada la pena en México, en virtud de un fenómeno 

al que Marcó del Pont se refiere como "adecuación" de la 

sentencia y al que me refiero a continuación, en el contexto 

de la anemia legislativa y reglamentaria que hay en México en 

el campo de la ejecución de las sentencias penales 

extranjeras. 

Dice el autor mencionado en su libro de Derecho 

penitenciario que ''[l]a Dirección General de Servicios 

Coordinados de Prevención y ~eadaptación Social de México, 

para evitar la evidente desigualdad entre las sanciones 
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aplicadas en EUA reali~a una politica de adeeuación a los 

límites máximos que prevé la legislación penal mexic.;na. 11 86 

El problema que se Plantea es que salvo para las penas 

que excedan de 40 años, límite superior establecido por 

nuestro código sustantivo federal, la adecuación carece de 

fundamento legal alguno. Esto no quiere decir que el 

propósito no sea bueno y que dentro de la filosofía de 

readaptación que incluye al tratado sea justificable. Sin 

embargo es ilegal y resulta injusta. Ilegal por carecer de 

funi:iamento como ya se indicó. Viola los más elementales 

principios de legalidad administrativa. ,¡n justa por ser 

arbitraria e imprevisible. Al carecer de fundamento depende 

del criterio del funcionario que hace la ºadecuación" y por 

no estar prevista en la ley es un posible derecho que 

desconocen los reos, los que de conocerlo podrían decidir 

solicitar su traslado y consentir al mismo. 

La necesidad de reglamentos es evidente en varios de los 

puntos tratados; en primer término sería recomendable un 

reglamento de todo el procedimiento en el que intervienen tan 

diversas autoridades. 

En el caso de la ''adecuación'' la necesidad de 

legislación es conspicua. 

El problema tiene su origen no sólo en que efectivamente 

en ocasiones las pe~as pueden ser desproporcionadamente 

grandes en relación a las que para delitos semejantes se 

86 Marcó del Pont, Luis. Derecho Penitenciario, pag. 617 
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impondrían en México, sino en el propiO régimen de la 

~jecución penal. 

El juzgador al fijar la sentencia tiene presente su 

contexto jurídico y no otro. Este· es un proceso lógico en 

que el régimen completo de la ejecución penal, incluyendo la 

reducción de la pena por motivos tales como trabajo o buena 

conducta, que tiene presente como premisa mayor, es el que 

forma parte del conocimiento común o código común que 

comparte. Este conocimiento común es el de su propio 

derecho, el de su entidad y en el mejor de los casos el de su 

país. 

En Estados Unidos es frecuente encontrar que los códigos 

penales disponen lo que se conoce cerno ''tiempo bueno 

reglamentario''.87 Esta expresión se refiere al número de 

días que deben descontarse de la sentencia, dependiendo de la 

duración de la misma, por el simple transcurso del tiempo en 

prisión y mientras más larga es la sentencia se descuenta una 

proporción mayor. 

La necesidad penitenciaria de adecuar las sentencias a 

una duración conforme con los propósitos readaptadores de la 

legislación mexicana, en mi opinión es razón_ suficiente para 

legislar sobre la materia. 

Esto podría hacerse perfectamente de acuerdo con el 

tratado, al amparo del inciso 2. del articulo V. mismo que 

sirve de base para no ejecutar una sentencia de mas de 40 

87 "Statutozy good tiire" 
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años de prisión. Seria perfectamente factible est:.ablecer 

periodos preliberacionales o de libertad preparatoria que se 

empezaran a aplicar al alcanzarse el máximo previsto por la 

legislación mexicana para cada delito. También sería 

factib.le incorporar el fundamento legal para que por la vía 

reglamentaria se homo<fllogaran al~unos de los regímenes de 

reducción de las senteócias que I:'esultaran favorables. Sin 

embargo esto último resultaria muy complicado. 

dl Ioterpretaci6n .;,tdici al 

Para concluir este apartado sólo queda por indicar 

cuáles son los temas que se han sometido a la consideración 

de tribunales y la forma en que han sido resueltos, así como 

el cambio operado en el sistema de precedentes judiciales de 

EUl\. 

Estos puntos .se pueden abordar eficientemente mediante 

la comparación de algunos textos que sin ser estrictamente 

oficiales, son de uso corriente en Estados Unidos. Me 

refiero a los digestos de derecho internacionai y de práctica 

estadounidense en el derecho internacional, asi como· al 

"Restatement of the Law, Third, Foreign Relations of the 

United States". 

Al referirse a la ejecución de sentencias penales 

extranjeras el "Digest of International Law" preparado por 

Marjorie M. Whiteman, consultora juridica adjunta del 

Departamento de Estado de EUA,_ afirmaba que habia dos teorias 

¡_;. 
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en virtud de las cuales no se reconocían efectos 

e~traterritoriales a las sentencias penales extranjeras. 

La primera establecia que ningún estado ejecutaba las 

leyes penales de otro y se remontaba a la deéisi6n del jue= 

Marshall en el caso conocido como nThe Antelope, 10 Wheat 66, 

123 U.S. 66, 6 L. Ed. 268 (1825)". Principio reconocido más 

tarde en "Huntington v. Attrill, 146 U.S. 657, 13 s. Ct. 224, 

36 L. Ed. 1123 (1892)."88 

La segunda tesis, era en realidad una variante, según el 

"Digesta", sostenia que un estado no podría ejecutar una 

acción fundada en una ley extranjera contraria al orden 

público del foro, y remitía al "Restatement, Conflict of Laws 

(1934). ,,99 

En la parte relativa a ayuda judicial citaba a Bonn­

Reid90 en el sentido de que "el derecho inglés, al igual que 

el de otros paises, nunca ejecuta una sentencia extranjera en 

materia penal o fiscal." 

El digesto de práctica estadounidense en el derecho 

internacional, correspondiente a 1978 menciona tres casos en 

que prisioneros de EUA trasladados de México interpusieron el 

recurso de habeas corpus, argumentando que no habian 

renunciado nunca a promover ese recurso. 

88 V. White:ran, Digest •. , tc:no 6 p. !.17 

89 Idem. 

90 "Recognit:ion and Enforcement: of. Foreign Juclgenl"_nts", 3 Int' 1 4 Corrp. 

L.Q. (1954) Idem. pag. 225 
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El Departamento de Estado se opuso a que . la corte 

ordenara la libertad de los promovientes argumentando que de 

no existir el tratado los prisioneros hubieran seguido en 

México; que de desconocerse la validez constitucio_nal del 

tratado resultarían perjudicados millares de ciudadanos 

estadounidenses; y que el propósito del tratado era mejorar 

la situación de los presos ofreciéndoles la oportunidad de 

regresar a su pais.91 

Finalmente, el texto más reciente es el "Restat:ement, 

third" que incluye un capitulo nuevo sobre reconocimiento de 

sentencias y laudos extranjeros. 

Este docllmento menciona especificamente el tratada sobre 

la ejecución de sentencias penales con México y su carácter 

constitucional en la nota 11 a la sección 721 que se refiere 

a la obligación del gobierno de EUA de respetar las garantias 

constitucionales en la conducción de sus relaciones 

exteriores y remite a las decisiones judiciales que la 

sostuvieron.92 

En México tengo la impresión de que hubo una petición de 

amparo, promovida por uno de los primeros presos trasladadQ.:i. 

91 V. Digest of Unites States Practice in International Law, 1978, pag. 

820 y SS. 

92 Rosado v. Civiletti, 621 F. 2d 1179 (2d. Cir. 1980), certiorari 

denied, 449 U.S. 856, 101 S. Ct. 153, 66 L. Ed. 2d. 70 (1980) ¡ 

Pfeifer v. Unites States ·Bl'JrP.AJJ of Prisons, 468 F. St![:p. 920 (S.D. 

Cal. 1979), affirmed, 615 F. 2d. 873 (9th Cir. 1980) ,. certiorari 

denied 447 U.S. 908, 100 S. Ct: 2993, 64 L. Ed 2d 858 11980) en 

RestatenEIJt, Third, Foreign Relations, tarro II, pag. 242. 
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Lamentablemente no he podido localizar los datos y desconozco 

el resultado de la acción. 
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V. AUTORES MEXICANOS QUE HAN TRATADO EL TEMA 

Son pocos los autores mexicanos que se han referido ·al 

traslado internacional de prisioneros. Quien más lo ha hecho 

es sin duda el Dr. Sergio García Ramirez, quien ha tocado el 

tema en diversos trabajos. A continuación intentaré una 

reseña que espero no incurra en omisiones graves. 

En el texto "La unificación penal en México" habla de la 

unidad de los sistemas penal, procesal penal y penitenciario 

y .al referirse a este último, cuyo carácter federal encuentra 

fundamento en el articulo 18 constitucional, señala que como 

en otras áreas, 11 se ha descartado la unidad y se ha optado 

por la concertación, que no altera las preferencias sobre el 

régimen interno de los Estados. 11 93 

En el trabajo "Problemas fundamentales del tratamiento 

penitenciario" se refiere especificarnente al problema que 

plantea la estancia de presos extranjeros en cárceles 

nacionales, que indica, no favorece el tratamiento. Se 

inclina a favor de la repatriación de prisioneros y señala 

que 11 decae el antiguo· principio de territorialidad ejecut·iva, 

en aras del principio de readaptación social. 11 9 4 Garcia 

Ramirez opina que el principio de territorialidad está 

93 v. Garcia Famirez, Manual de prisiones. pag. 76 

9 4 Idem, pag. 157 
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"ligado estrecha y ciegamente a un concepto riguroso de 

soberanía. 11 95 

En "La pena y el derecho a la readaptación social 11 se 

refiere nuevamente a la prevalencia del derecho a la 

readaptación sobre el principio de territorialidad y señala 

que la repatriación es todavía un "derecho público subjetivo 

de media vía ... La voluntad del preso es determinante para 

impedir el traslado, no lograrlo 11 .96 

Nuevamente se refiere a la repatriación de prisioneros 

en su ensayo "Sobre el régimen penitenciario" en el que 

menciona los "principios descollantes" del tratado sobre la 

ejecución de sentencias penales entre México y EUA.97 

Menciona la modificación hecha al articulo 18 en 1977 y 

la conclusión del tratado con EUA en "La readaptación social 

en los últimos años" dice que el principio de readaptación 

social "avanza sobre el viejo dogma territorial~ 11 98 

En "las colonias penales y la situación actual de las 

Islas Marías", hace una reseña de la evolución del artículo 

18 constitucional. Se refiere a la jurisprudencia de la 

Suprema Corte de Justicia, que declaraba inconstitucionales 

los traslados de reos locales a la colonia penal de las islas 

y afirma que los traslados de prisioneros a establecimientos 

de otros Estados, "escapa a la letra y espíritu del articulo 

95 Idem. 
96 Idem. pag. 176 
97 Idem. pag. 237 
98 Idem. pag. 255 
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18 reformado. 11 99 Refiere también algún tipo de traslados que 

tuvieron lugar en la segunda 'mitad del siglo pasado.100 

Cabe indicar, que una diferencia fundamental entre la 

repatriación de reos y 'los traslados que se dan en México de 

reos del fuero común a establecimientos dependientes de la 

Federación es que en estos últimos el régimen aplicablé a la 

ejecución para fines tales como la remisión parcial d~ la 

pena es el del Estado que condenó, mientras que en los 

traslados internacionales rige la ley del Estado receptor. 

En "Examen de la Ley de ejecución de penas del Estado de 

Jalisco" se refiere al tipo de convenios que hay en la 

actualidad sobre ejecución de sentencias y traslados, e 

insiste en el concepto de la concertación como solución en un 

sistema federa1.101 

Nuevamente se refiere a la repatriación de reos en su 

ensayo "El Estado y la pena" en la cual señala que para 

trasladar internacionalmente a prisioneros, en la actualidad 

se requiere "una suerte de convención plurilateral. 11 102 

García Ramírez se refiere con amplitud a la reforma del 

articulo 18 h~cha en 1964-65, en su libro '' El articulo 18 

Constitucional. 11 103 

99 Idem. pag. 276 

100 Idem. pag. 'l.77 

101 Idem. 288 y ss. 

102 Garcia Ramirez, Justicia penal, pags. 69 y 70 

103 Pags. 53 a 62 
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ESTA 
SAUft 

TISIS 
DE LA 

NO DEBE 
RIBU8lE~ 

El volu.men en el que aborda sistemáticamente la reforma 

de 1977 y el tratado con EUA es 11 Legislaci6n penitenciaria y 

correccional comentada" en el que hace además un análisis 

articulo por artículo del convenio. 

Además del autor multicitado, han tratado el tema 

Cecilia Malina, Ramón Xilotl, Luis Marcó del Pont, Alicia 

González Vidaurri y Augusto Sánchez Sandoval. 

Los dos primeros lo han abordado desde el punto de vista 

de la práctica consular;l04 los dos últimos, conjuntamente, 

han analizado aspectos jurídicos, psicol6g ices y 

socioculturales, en su trabajo ''Traslado nacional e 

internacional de sentenciados 11 105 En este libro analizan una 

gran cantidad de datos de personas trasladadas de EUA a 

México, lo que resulta de sumo interés. Además proponen dos 

reformas constitucionales, una al articulo 18 para que los 

reos tengan . el derecho subjetivo al traslado a un lugar 

cercano a sus ·familiares y la segunda a.l articulo 117 para 

que los Estados de la Unión puedan celebrar los convenios que 

permitan el traslado interestatai.106 

Luis Marcó del Pont se refiere al intercambio de 

prisioneros en su "Derecho Penitenciario." 107 Indica que el 

·origen de esta modalidad juridica está en el "número 

1O4 v. M:>lina, cecilia Práctica consular rrexicana pp. 266-273 y 

Xilotl, Ramón, Derecho Consular, pag. 324 

105 Cuaderno No. 20 del ~ 

106 Idem. pag. 113 

107 Cárdenas Editor, pags. 609 a 617 
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apreciable de detenidos en países distintos de los de 

origen." Se refiere los antecedentes de tratados ent:.re otros 

paises; indica que el propósito fundamental de los tratados· 

es la readaptación social y hace una breve reseña del tratado 

sobre la materia entre México y Ei:JA. Este autor considera 

que no era necesario incluir el artículo VII del tratad6, 

relativo al principio de ne bis in idem, por tener éste 

carácter universal. Además se refiere al tem~ de la 

"adecuación de las sanciones" al que hice mención en la parte 

final del inciso c) del capitulo IV de este trabajo. 
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VI. CONCLUSIONES 

l. El principio de territorialidad del derecho 

ejecutivo penal fue consignado en el articulo 18 de la 

Constitución mex~cana de 1917. Por ello, la adición hech·a en 

1977 era indispensable para poder concluir los tratados de 

intercambio de prisioneros. 

2. La reforma, además de crear una facultad explicita 

para los órganos de gobierno, implica la po.sibilidad de 

reconocer la eficacia de sentencias penales extranjeras, lo 

cual permite que los tratados sean compatibles con los 

articulas 15 y 21 de la constitución, conforme al mandato de 

su articulo 133. 

3. La reforma de 1971 es esencialmente distinta a la de 

1965 en un punto muy importante: requiere la voluntad del 

prisionero. La reforma de 1965 simplemente amplió la esfera 

de facultades del poder público frente al gobernado. 

4. La territorialidad del derecho. ejecutivo penal, como 

garantia constitucional, desaparece con la modificación al 

articulo 18 hecha en 1965. 

S. La multicitada reforma úe 1977 se da en el contexto 

de la filosofía penitenciaria mexicana, cuyo signo conspicuo 

es la readaptación social del delincuente. 



82 

6. La conclusión de tratados en esta materia no implica 

cesión alguna de derechos soberanos. Los efectos ultra 

territoriales del acto de soberanía que es la sentencia se 

presentan sobre una base de reciprocidad y tienen cam·o 

propósito proteger a los nacionales. 

7. Es necesario que se cubra el vacío normativo que 

existe en México para aplicar los tratados sobre la ejecución 

de las sentencias penales extranjeras. Especialmente se 

requiere legislar sobre la v'alidez de la sentencia penal de 

otros países, sobre el procedimiento de trámite de las 

solicitudes de traslado y sobre los problemas que .Plante~n la 

prueba de nacionalidad, el domicilio y la "adecuación" de la 

duración de las sentencias. 

8. Los tratados celebrados hasta la fecha no son 

idénticos y pareciera que el primero de ellos se negoció con 

sumo cuidado, mientras que el más reciente de los que están 

en vigor adolece de defectos, incluso en la redacción. 

9. El tratado bilateral con EUA es constitucional en 

ar..bos paises. Se puede interponer el recurso de amparo o e1 
de habeas corpus sólo cuando ha habido alguna irregularidad 

en.el proceso mismo de la aplicación del tratado. 

10. La territorialidad es un aspecto en que el derecho 

penal sustantivo, el adjetivo y el ejecutivo son 

fundamentalmente distintos. 
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11. La territorialidad absoluta del derecho ·ejecutivo 

penal fue adoptada enl917 como reacción al intento de 

federalizar el sistema penitenciario. 

12. Es necesario que las entidades federativas adopten 

la legislación que demanera especifica les permita solicitar 

la inclusión de reos del orden común en los traslados 

internacionales. 

13. La reforma de 1977. no confiere un derecho subjetivo 

a los prisioneros para ser repatriados.. El único derecho 

oponible al Estado que consigna es el de negarse al traslado. 
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Aguascalientes 

l. Código penal de 1949 

2. Código de procedimientos penales de 1949 

Ed. Cajica, Puebla 1964 

Baja California 

3. Código penal. APD Impresores, 1983 

(Reformado y adicionado hasta el 31 de julio de 19.83). 

4. Código de procedimientos penales. APD impresores, 

1983 

Baja California Sur 

S. Cod. Penal Decreto No. 230. B. Oficial 31 diciembre 

1980 

6. Ley de ejecución de sanciones privativas y medidas 

restrictivas de libertad para el Estado de Baja 

California Sur. Decreto No. 108 a.Oficial del 31 

mayo 1972 

Campeche 

7. Código penal de 1976 

8. Código de procedimientos penales de 1976 

9. Código de ejecución de sentencias de 1976 

Editorial Cajica, Puebla, 1978 

Coahuila 

10. Código penal de 1941 

11. Código de procedimientos penales de 1941 
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Editorial Cajica, Puebla 1976 

12. Ley de ejecución de sanciones privativas· J 

restrictivas de la libertad para el Estado de Coahuila 

de Zaragoza.P.O. 25 abril 1913 

Colima 

13. Código penal de 1955 

14. Código de procedimientos penales de 1955 

Editorial Cajica, Puebla 1964 

Chiapas 

15. Código penal de 1938 reformado en 1962 

16. Código de procedimientos penales de 1938, reformado 

en 1959 

Editorial Cajica, Puebla 1977 

Chihuahua 

17. Código de defensa·social de 1911 

18. Código de procedimientos en materia de defensa 

social de 1911 

Editorial Cajica, Puebla 1985 

Durango 

19. Código penal de 1983 

Editorial Cajica, Puebla 1984 

Guerrero 

20. Código penal de 1953* reformado en 1956 

Editorial Cajica, Puebla 1977 

~ttay nuevo código 

Hidalgo. 

22. Código penal de 1910 
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23. Ley de ejecución de penas del Estado de Hidalgo de 

1971 

Editorial Cajica, Puebla 1984 

Jalisco 

24. Código penal de 1982 

México 

25. Código penal de 1986 

26. Código de procedimientos penales de 1960 

27. Ley de ejecución de penas privativas y restrictivas 

de libertad del Estado de 1981 

Editorial Cajica, 1984 

More los 

28. Código penal de 1945 

29. Código de procedimientos penales de 1945 

Editorial Cajica, 1984 

Nayaric 

30. Código penal de 1954* 

31. Código de procedimientos penales de 1938 (adopta el 

del D.F. 

Y. territorios} 

Editorial Cajica, 1964 

*Aparentemente hay nuevo código penal de 1978 

Nuevo León 

32. Código penal de 1981 

33. Código de procedimientos penaies de 1~84 

Edición del gobierno. Secretaría Jurídica y Social. 1985 
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34. Ley sobre ejecución de penas privativas y 

restrictivas de la 

libertad para el Estado de Nuevo León, de 1973 

Oaxaca 

35. Código penal de 1979 

36. Código de procedimientos penales de 1979 

Editorial Cajica, Puebla, 1983 

37. Ley de ejecución de sanciones privativas y medidas 

restrictivas de libertad para el Estado de Oaxaca, _de 

1972 P.O. 27 enero 1972 

Puebla 

38. Código penal de 1943• 

39. Código de procedimientos penales de 1943* 

Editorial Cajica, 1964 

*Aparentemente hay códigos de defensa social posteriores 

40. Ley de Ejecución de sanci·ones privativas de la 

libertad para el Estado de Puebla P.O. 30 diciembere 

1975 

Querétaro 

41. Código penal de 1932 

42. Código de procedimientos penales cte' 1932, reformado 

en 1950 

Editorial Cajica, 1964 

Quintana Roo 

43. Código penal de 1979 

44. Código de procedi.miei;tos penafes de 1980 

ditorial Cajica, .983 
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San Luis Potosí 

4S. Código penal de 1944* 

46. Código de procedimientos penales de 1944 

Editorial Cpjica, 1983 

* Hay nuevo código penal, publicado en O .O. de -22 mayo 

198S 

Sinaloa 

47. Código penal de 1939 

48. Código de procedimientos penales de 1940 

Reformados ambos en 1955 

Editorial Cajica, Puebla, 1983 

Sonora 

49. Código penal de 1949 

SO. Código de procedimientos penales de 1949 

51. Ley de ejecución de sanciones privativas y med;i.das 

restrictivas de libertad, de 1972 

Editorial Cajica, 1984 

Tabasco 

S2. Código penal de 1972 

53. Código de procedimientos penales de 1948 

54. Ley que establece las normas mínimas sobre 

readaptación social 

de sentenciados de 1972 

Editorial Cajica, 1983 

Tarnaulipas 

.SS. Código penal de 19S6• 

S6. Código de procedimientos penales de 19S6 
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Editorial Cajica, 1985 

57. Ley de ejecución de sanciones que privan y 

restringen la libertad en el Estado de Tamaulipa~, de 

1976 

* Aparentemente hay nuevo Código de procedimient:.os 

penales de 1987, publicado en P.O. 17 enero 1987 

Tlaxcala 

58. Código penal de 1972 

59. Código de procedimientos penales de 1957 

Editorial Cajica, 1977 

Veracruz 

60. Código penal de 1980 

61. Código de procedimientos penales de 1948 

62. Ley de ejecución de ";dnciones de 1947 Reformada en 

1972 

Editorial Cajica, 1984 

'iucatán 

63. •Código de defensa social de 1938 

64. * Código de procedimientos en materia de defensa 

social, de 1938 

Editorial Cajica, 1963 

* Aparentemente hay nuevos código~ de 28 diciembre 1973. 

Zacatec3.s 

65. Código penal de 1967 

bb. Código de procedimientos penales de 1967 

Editorial Cajica, 1984 

Michoacán 
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67. Código penal de 1962 

68. Código procesal penal de 1962 

69. Ley de EjeCuci6n de sanciones privativas de 

libertad, de 1972 

Editorial Cajica, 1976 
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APENDICE DOCUMENTAL 

JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUST!Cih Y 
PRECEDENTES RELACIONADOS QUE NO CONSTITUYEN 
JURISPRUDENCIA 

590. 

ISLAS MARIAS, RELEGACION A LAS. 

Aunque los Ejecutivos de los Estados están facultados 

para señalar el lugar de extinción de las penas irnpues~as por 

sentencias irrevocables, deben hacerlo dentro de la 

jurisdicción teritorial que gobiernan; en consecuencia, aun 

cuando tengan arreglos con la Federación, no pueden enviar a 

los reos a la Colonia Penal de las If"las Marías, pues tal 

circunstancia implica no sólo una rnodif icación substancial en 

la naturaleza de la pena, sino inobservancia de lo dispuesto 

en el párrafo segundo del art~culo 18 constitucional. 

Tomo LXXXII.- Rodríguez Bernal Guillermo y coags, .. 330 

Tomo LXX.XIII.- Siqueiros Acevedo Manuel .. 203 

Romero G. Carlos ... 4999 

Tomo LXXXIV.- Nido Francisco L. y coags .. 2232 

Quintero Trujillo Gilberto y 

coags .. 3191 

TESIS RELACIONADA QUE ESTABLECE PRECEDENTE, PERO ::o 

JURISPRUDENCIA. 

Islas Harías, relegación a las.- La Secretaría de 

Gobernación, por conducto d"el Departamento de Prevención 
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Social, está facultada, con fundamento en los articules 25, 

reformado, y 79 del Código Penal del Distrito Federal, en 

relación en el 575 y fracción XII, del 674 del Código de 

Procedimientos Penales, para sealar el lugar donde los reo~ 

deben cumplir la pena de prisión, y si en uso de ~ales 

facultades, dispusieron que el quejase cumpliera la pena de 

prisi9n en el penal de las Isla·s Harías, con ello no 

vulneraron sus garantias individuales. Tomo .. LXXIV.-Guerrero 

Treja Alvaro.- Pág, 5524. Torno .• LXXXII.- Armenta Castillo 

Marciano.- Pag. 4123. Tomo LXXXIII.- Gonzáles Luján Ismael.­

Pag. -1545. 

Tomo LXXXIII.- Villegas Alva, Gustavo.- Pág. 4999. 

SENTENCIA EXTRANJERA. REQUISI·ros PARA QUE PRODUZCA 

EFECTOS EN EL DISTRITC?.-. FEDERAL. - Las sentencias son actos,. de 

soberanía y, por serlo, no pueden tener fuerza ni autoridad, 

sino en el territorio en que el Estado ejerce su poder 

soberano; razón por la que, en principio, la sencencia carece 

de eficacia alguna en territorio diverso {en tal sentido: 

Principios de Derecho Civil Frances, de Francisco Laurent, 

edición mexicana de 1898, tomo XX, página 7 y Derecho 

Procesal Penal de Manzini, traducción de Senties ?-telendo, 

Editorial Ejea, tomo IV, número 464). Pero da eficacia a la 

sentencia extranjera de homol~gación que de ella haga el Juez 

de cada naciOn, y en eL Distrito Federal deben llenarse al 

efecto los extremos de los artículo 604 y 605 del Código de 

Procedimientos Civiles, especialmente que se pruebe que son 
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sentencias ejecutoris conforme a las leyes de la nación que 

las pronunció, y que se emplazó personalmente a la parte 

demandada, para que compareciera al juicio. Por consiguiente, 

la sentencia extranjera de divorcio, aun presentada en copias 

debidamente certificada al juicio natural, si no es 

demostrado en autos que sea ejecutoria conforme a las leyes 

del pais que la dictó, ni que la parte demandada hubiera sido 

emplazada personalmente, no es apta para demostrar divorcio. 

Amparo directo 3175/80.- Carlos Rafael Cloridano 

Betancourt Pérez. 

22 de octubre de 1980.-5 vor.os.-Panent.e: José Alfonso 

Abitia Arzapalo. 

CONSTITUCION, REFORMAS A LA, DEBEN APLICARSE NO SOLO A 

LOS CASOS FUTUROS, SINO TAMBIEN A LOS NO RESUELTOS. (ARTICULO 

543 DEL CODIGO !JE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE 

TABASCO). Aún cuando el artículo 543 del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado de Tabasco y el convenio 

celebrado pot ésta entidad con la Federación en el convenio 

celebrado por ésta entidad con la Federación en el que se 

autoriza al gobernador para enviar al penal de las Islas 

Marías a ciertos reos, resultarían inconstitucionales, de 

acuerdo con el texto del artículo 18 constitucional derivado 

del artículo 133, que establece la supremacía de la 

Const.it:ución, debe considerarse que el artículo 18 de la 

Constitución fue reformado !?'ºr decreto del veintiocho de 

diciembre de mi·l novecientos sesenta y cuatro, publicado el 
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veintitrés de febrero de mil novecientos sesenta j' cinco y 

que entró en vigor cinco días después de su publicación, 

quedando su dispositivo, en la parte conducente, de la 

siguiente manera: ''Los Gobernadores de los Estados, 

sujetándose a lo que establezcan las leyes locales 

respectivas, podrán celebrar con la Federación convenios de 

carárcter general, para qu.e los reos sentenciajdos por 

delitos del orden común extingan su condena en 

establecimientos dependientes del Ejecutivo Federal''. Este 

precepto debe aplicarse porque es de observancia obligatoria 

en los términos de los articulas 133 y 135 de la Constitución 

Federal y atendiendo al contenido del articulo 18 

constitucional en los términos actuales, se legitiman el 

Código de Procedimientos Penales, en su articulo 543, y el 

convenio celebrado entre el Gobierno estatal de Tabaso y la 

Federación, porque un precepto constitucional debe aplicarse 

a todos los casos que se planteen y que no hayan sido 

resueldos en forma definitiva con anterioridad. Es válido lo 

que establece la Constitución desde que entra en vigor y 

desde ese mo~ento debe aplicarse, no sólo a los casos en que 

se realicen en lo futuro, sino a los no resueltos. 

Vol. 15, primera parte, p. 27, Amparo de revisión 

2274/61, Esteban Isidro Guillermo, 31 de marzo de 1970, 

unanimidad de 19 votos. 
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DICTAMEN EN EL CONSTITUYENTE DE 1916-17 SOBRE EL 

'ARTICULO 18 DE LA INICIATIVA PRESENTADA POR DON 

VENUSTIANO CARRANZA 
11 ciudadanos diputados: 

"La primera disposición del artículo 18 del proyecto de 

Constitución, transcribe el mismo precepto que contiene el 

artículo del mismo número de, la Constitución de 1857. Las 

demás partes preceptivas del antiguo artículo constitucional 

se han separado en el proyecto para incluirlas en otro lugar, 

en las fracciones r y X del artículo 20, que es donde tiene 

cabida más apropiada. 

"En el proyecto se ordena que el lugar donde permanezca 

preventivamente todo inculpado, debe ser distinto del de 

prisión, motivo muy obvio de que, mientras una sentencia no 

venga a declarar la culpabilidad de un individuo, no es justo 

mantenérsele en común con los verdaderos delincuentes. 

"El segundo párrafo del articulo establece la 

centralización del régimen penitenciario en todo el país. Por 

este medio se podria suprimir el gran número de cárceles 

inútiles que hay ahora en la mayoría de los Estados Unidos, y 

establecer unas cuantas penitenciarías en las que se podría 

emplear un sistema de correción moderno y desarrollado con 

toda amplitud, de tal suerte, que aun los Estados de pocos 

elementos podrian disfrutar de las ventajas de un buen 

sistema penitenc.iario, sin mayor gasto del que han hecho 

hasta ahora. 

".A pesar de esta conveniencia innegable, nos declaramos -

en contra de toda centrali::ación, porque conduce a graves 

males en una república federativa. Todas aquellas facultades 

naturales de los Estados, a las cuales renuncian en busca de 

un beneficio común, van a robustecer el Poder central, 

tavoreciendo asi el absolutismo. Una vez centralizado el 

régimen penitenciario, las facultades de los Estados en 

materia de legislación penal,' acabarían al pronunciarse las 
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sen~encias; en la ejecución. de éstas ya no podr®ian los 

Estados tener injerencia ninguna; deberían abstenerse de 

legislar en todo lo relativo a la imposición del trabajo como 

pena, en lo referente a libertad preparatoria y· en retención 

de pena y en lo que se refiere a indultos. Un menoscabo tan 

considerable en la soberanía de los Estados daría margen a la 

arbitrariedad del Poder central, principalmente al tratarse 

de delitos políticos. Por ejemplo, quedaría en manos del 

Ejecutivo Federal agravar la situación de un inculpado, 

designando como lugar expiatoria para un delincuente de la 

altiplanicie, un presidio de la costa, o a la inversa. 

"La tesis de la centralización del régimen penitenciario 

presupone que la Federación tiene mayores elementos 

económicos y cientif icos de un Estado, considerado 

asiladamente; pero hay que reconocer que hasta ahora la 

verdad no corresponde a esta hipítesis, pues las 

penitenciarías establecidas por la Fec!eración han sido tan 

deficientes como las de los Estados. Si se prohibieran a 

éstos la facultad de legislar en lo relativo a los 

establecimientos penitenciarios, se mataría la iniciajtiva 

que puede existir en los especialistas de provincia y que es 

muy importante, porque también en esta materia deben tenerse 

en consideración las circunstancia_s locales. Hay delitos más 

comunes en una región que en otra, y en cada una abundan 

determinadas especies de delincuentes; los medios de 

regeneración deben ser también distintos y las personas que 

iimitan su campo de observación a una comarca, están en mejor 

situación de acertar en el estudio de las medidas 

legislativas relacionadas con las cuestiones locales. 

"Por último, una de las consecuencias de la 

centralización del régimen penitenciario, seria que los 

penados quedarían alejados a gran distancia de los lugares de 

su residencia anterior, y con elle quedarian privadoz de 

recibir las visitas de sus familias; quedaría cortado el 

único lazo que une débilmente. a los penadas con la sociedad, 
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lo que seria demasiado cruel, tanto para el delin9uente como 

para sus deudos. 

"En tal virtud, proponemos que se substituya el segundo 

párrafo del artículo que estudiamos, imponiendo a los Estados 

la obligación de establecer el régimen penitenciario sobre la 

base del trablajo jcomo rneldio de regeneración, y conservando 

original la primera parte en la forma siguiente: 

"Artículo 18. Sólo habrá lugar a prisión por delito que 

merezca pena corporal o alternativa de pecuniaria y corporal. 

El lugar de prevención o prisión preventiva será disstinto y 

e·stará completamente separado del que se destinare para la 

extinción de las penas. 

"Los Estados establecerán el régimen penitenciajrio 

sobre la base de trabajo, como meldio de regeneración del 

delincuente". 

"Sala de Comisiones, Querétaro de Arteaga, diciembre 22 

de 1916.- Gral. Francisco J. Múgica.- Alberto Román.-L. G. 

Monzón. - Enrique Recio. -Enrique Colunga·." 

DICTAMEN EN LA CAMARA DE DIPUTADOS SOBRE LA INICIATIVA 

DE REFORMA DE 1965 

"Honorable Asamblea: 

A las Comisiones unidas que suscriben fue turnada, por 

acuerdo de vuestra soberanía, la iniciativa del Ejecutivo 

Federal para adicionar el articulo 18 de la Constitución 

Politica de los Estados Unidos Mexicanos. En tal virtud, nos 

permitimos someter a la consideración de esta Honorable 

Asamblea, el siguiente dictamen: 

El a.t.. t ículo 18 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos contiene varias garantias 

individuales que consideramos necesario estudiar 

sepa~adamente. La prim2ra de ellas, contenida en la e:-.:p:::-esi6n 

"sólo por delito que merezca pena corporal habrá lugar a 

prisión preventiva", tiende. a preservar la libertad del 

individuo aun en los casos en que, habiéndose realizado un 
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acto o una omisión calificados como delictuosos, la pena que 

la propia ley establece puede ser e:-:tinguida sin menoscabo de 

dicha libertad. Esta garantía no resulta afectada por la 

adición que se estudia, ya que la misma se refiere a reos 

sentenciajdos y no a personas sujetas a proceso. Por tanto, 

no es necesario ahondar en el examen de esta primera parte 

del precepto 

La segunda garantía contenida en el artículo 18 

constitu'cional, consiste en que las personas sujetas a 

prisión preventiva y que, en esa virtud, aún no se ha 

demostrado que hayan delinquido, djeben permanecer seperadas 

de quienes han sido ya sentenciados a sufrir una pena 

corporal, la fin de evitar un contacto personal que atenta 

contra la dignidad de los primeros y propicia un contagio 

social p~rnicioso. El preámbulo expositivo de la iniciativa 

que estamos considerando hace referencia al hecho lamentable 

de que, en muchas entidades de la República, nos e cumple 

esta: garantía por la carencia de recursos económicos 

suficientes; y esta referencia expresa, pone de relieve el 

propósito de que, a través de un sistema penitenciario como 

el que se propone, los Estados de la República organicen sus 

cárceles preventivas como lo previene el precepto 

constitucional, ya liberadas parcialmente de la carga de 

establecer institucifones penitenciarias suficientes y 

adecuadas. No escapa al juicio de las Comisiones que 

suscriben, el peligro de una interpretación simplista y 

superficial de esta cuestión. Es evidente que, por lo que a 

la separación de procesados y sentenciajdos se refiere, la 

iniciativa tiende a dar eficacia a dicha garantía; pero a 

primera vista parecería, que, en caso de ser aprobada el 

términos absolutos y para ese solo objeto, caeriamos en un 

sistema penitenciario centralizado, a través del cual la 

Federación se hnria r.nr~o de todos !os rece sentenciado~ en 

la República, 

y los Estados reducirjan su responsabilidad a la 

detención y vigilancia de los procesad0s. Por tanto, es 
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preciso ahondar en el análisis, para lo cual resulta 

indispensable examinar el siguiente párrafo del texto 

constitucional vigente. 

"Los Gobierno.s de la Federación y de los Estados 

organizarán, en sus respectivos territorios el sistema penal 

-colonias, penitenciarías o presidios- sobre la base del 

trabajo como meldio de regeneración." Se desprende de la 

primera parte de este párrafo la obligación de que los 

Estados, por su parte, y la Federación, por la suya, deben 

organizar un sistema penal propio, con todas las cargas 

materiales y econoómicas que lo implica, y que ese sistema 

debe funcionar precisamente dentro de sus respectivos 

territorios. :.a .:.:.iciativa que estudiamos aparentemente 

libera a los Estados de dicha obligación ya que, en virtud de 

un convenio, los reos sentenciajdos dentro de su jurisdicción 

podrán ser puestos a disposición de un establecimiento penal 

federal. Sin embargo, aparece claramente en la parte final 

del mismo párrafo que dicha obligación no es llana y simple; 

que está concebida como un meldio y no como un fin. El fin lo 

constituye la regeneración del delincuente sobre la base del 

trabajo, para reintegrarlo a la vida social como un ser útil. 

Es decir, que la organización del sistema penitenciajrio de 

un Estado no es un =in en si mismo, sino el medio para lograr 

la readaptación social de quienes queden sujetos a dicho 

sistema. La circunstancia de territorialidad aparece como 

accesoraia e !.niden~al dentro de esta relación de medio a 

fin. 

Ahora bien, si los Estados de la República no han podido 

cumplir,l hasta la fecha, con la doble obligación prescrita 

constituciofnalmente: por un lajdo, mantener cárceles 

preventivas independientes y separadas de los penales 

propiamente dichos; y por el otro, organi::.ar éstos dentro de 

un régimen p::cpicio a la ::ccducación y readaptación sc.:ial 

del delincuente; y si ambas obligaciones i!nplican, 

correlativamente, dos derecho.s o garantías ~ndividuales que 

han sido hasta ahora ineficaces, en c::iterio de las 
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Comisiones que suscriben es inaplazable poner en marcha un 

mecanismo constitucional que dé vigencia positiva a dichas 

garantías. 

En efecto, en los establecimientos penales dependientes 

de los Estados conviven, en deplorable promiscuidad, reos 

sentenciajdos con personas sujetas a proceso; siendo 

aquéllos, en buena parte, delincuentes habituales, tanto los 

procesados como los delincuentes primarios u ocasionales 

están colocados en un ambiente desfavorable a su regeneración 

'::.'ª que viven, todos ellos, dentro del inútil y odioso sistema 

de encierro en la ociocidad, que sólo sirve para infligí= 

sufrimientos y quebrantar la dignidad del individuo. Por 

ello, la adición al articulo 19 constitucional, como lo 

expresa la parte expositiva de la iniciativa, 11 viene a abrir 

cauces legales a una reforma de los sistemas y regímenes 

penitenciajrios que, mediante un mejor aprovechamiento de los 

recursos técnicos y económicos, permita el funcionamiento de 

grandes penales en los que, de manera efica:, se oriente a 

trab~jo de los reclusos, atendiendo a su oficio o vocación 

socialmente útil, y de cuyo beneficio podrá disfritar el 

delincuente cuya peculiar condición exiga un tratamiento 

espejcial independientemente del lugar en que hubiere 

cometido el delito y de la autoridad a la cual estuviera 

sujeto", siendo evidente que sólo la Federación, en las 

ci.rcunstancias actuales, puedje disponer de los recursos 

necesarios. 

Asi pues, tres son los principios que intervienen en el 

problema: la territorialidad, la separación de procesados y 

sentenciajdos y la regeneración del delincuente. De ello, el 

único que ha tenido eficacia hasta ahora es el de 

territorialidad, no obstante que el bien jurídico que protege 

es el de menor sig;ii:!:icación. Dicho pri:lcipio puede ser 

examinado en dos a~pP.rrns di·;~ros: come e~presión d · 1~ 

soberanía del Estado frente la Fedei:-acib!l y como garant.!.a 

individual del delincuente. 
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En el primer aspecto, la iniciativa que comentamos no 

implida •violación al principio de soberanía, puesto que la 

adición que se propone no tiene carácter impositivo, sino 

potestativo; es decir, "deja a la soberanía de los Estados y 

al criterio de sus gobiernos el celebrar convenios con el 

Ejecutivo Federal, conservando el derecho de resolver la 

situación juririca de los delincuentes locales con base en 

las. disposiciones legales de la respectiva entidad 

federativa". 

En el segundo de los aspectos enunciados se ha sostenido 

el criterio de que el traslado del delincuente fuera del 

territorio del Estado en que delinquió, implica una pena 

adicional, ya que se le sustrae de sus relaciones familiares. 

La exposición de motivos de la iniciajtiva reponde a esta 

objeción cuando afirma que "el desarrollo alcanzado por los 

meldíos de comunicación de nuestro país, permite que un 

delincuente pueda ser trasladado con facilidad a cualquier 

parte de la República o a su lugar de origen en. caso de 

necesidad". A mayor abundamiento, dentro del único ensayo ct'e 

colonia penal que existe en nuestro país, y que 

indudablemente habrá de prevalecer en aquellos que lleguen a 

establecerse, se permite la vida familiar sin limitaciones. 

Pero la razón fundamental que las Comisiones han tomado 

en cuenta, nace de la interrelación de esta garantía con la 

que consagra el principio de regeneración. Ya hemos· dicho que 

la finalidad última del Derecho Penitenciajrio es la 

readaptación social del delincuente. Superadas ya las 

corrientes de opinión que consideran la pena como una 

retribución necesaria a quien ha violado el orden social ·º 
como un m!;'dio de expiación e intimidación sin ningún fin 

social ulterior, en la actvualidad las legislaciones más 

avanzadas reconocen, ya no la impotabilidad basada en el 

libre albedrio y la culp~hilidad moral, sino la 

responsabilidad social derivada del delincuence, de lo que 

resuslta que los fines esencip.les de la pena son la defensa 

social y la regeneración del sentenciado. 
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Ahora bien, tanto en el fin de defensa social como en el 

de regeneración, hay un interés público indudable; pero en la 

regeneración hay, además, un interés individual que le 

imprime el carácter de garantía, ya que todo delincuente -que 

no por serlo se convierte en un eer extrajurídico- tiene el 

derecho de ser rehabilitado para una vida social útil. Por 

tanto, nos encontramos frente a dos principios que, por 

circunstancias temporales de la realidad, pueden llegar a 

oponerse: llegado el caso de que un reo sentenciado exija 

compurgar su pena dentro del territorio en que delinquió, 

pero que esta pretensión impida su readaptación social, ¿cuál 

de los dos principios debe prevalecer? ¿El de territorialidad 

o el de regeneración sobre la base de trabajo? Las comisiones 

no han dudado sobre este punto. Mientras la territorialidad 

es una garantía implícita y no expresa y tutelar de un bien 

jurídico individual de valor temporal, la regeneración es una 

garantía explícita que tutela, ·ademas de un bien individual, 

un interés público y ambos de valor permanente. 

Por último, es importante hacer not~r que la posibilidad 

de un conflicjto como el que hemos apuntado dentro de la 

hipótesis examinada, es puramente transitoria, ya que el 

párrafo segundo del artíCulo 18 permanece en sus términos 

actuales y persiste, por tanto, la obligación para los 

Estadcs de org:i.nizar su propio sistema penitenciario. Por 

ende, los convenios para ej~cución de sentencias en 

establecimientos penales federales, tiene el carácter de una 

ex.cepCión frente a la regla general que constituye la 

obligación apuntada. 

No obstante lo anterior -y en buena parte por ello 

mismo- las Comisiones han considerado conveniente modificar y 

adicionar la iniciativa del Ejecutivo Federal a fin de 

desenvolver y desarrollo su espiritu generoso. Examinando la 

primera par~e del pár~afo que se adiciona, dados lon término~ 

en que aparece redactado se presta a dos interpretaciones 

diversas: a). que la previa ~utorización de la legislatura 

local tiene por objeto facultar al Gobernador a celebrar el 
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convenio, aun sin conocer sus condiciones y bases; b) que 

dicha autori =ación se otorgue sólo mediante e 1 examen de 

circunstancias dichas, o sea, mediante una previa uprobación 

del mismo. Hemos estimado que la interpretación correcta es 

esta última, toda vez que no tiene sentido la intervención pe 
una legislatura local para otorgar una facultad que ya e~iste 

derivada del precepto constitucional. En cambio, la 

aprobación del convenio, previamente a su celebración formal, 

si responde a la necesidad de cuidar que sus terminas 

garanticen los propósitos de defensa social y regeneraci6:1 

sobre la base del trabajo que se persiguen. 

Por tanto, debe cambiarse, en esta parte, la redacción 

del precepto para hacerlo inequívoco. 

Por otro lado, salta a la vista la disparidad en que se 

coloca a las partes que han de celebrar los convenios para la 

ejecución de sentencias en establecimientos penales de la 

Federación. Mientras los ejecutivos locales deben obtener la 

previa aprobación de sus legislaturas, lo que dará a los 

convenios autoridad de ley, el Ejecutivo Federal queda como 

único responsable de la celebración de los mismos por part.e 

de la Federación. Si se estima que la intervención de las 

legislaturas locales tiene por objeto ajustar lo términos de 

los convenios a las disposiciones constitucionales y legales 

vigentes en sus respectivos territorios y garan,ti;:a:.- que 

queden a salvo el interés social y tambiéb el interés 

individual de los reos cuyas peculiares condiciones exijan un 

trataffiiento especial, debe concluirse que es irap=czcindible 

crear igual garantia por parte de la Federación y, en 

consecuencia, establecer que los convenios concertados por el 

Ejecutivo Federal deben ser apriobados por la Cámara de 

Diputados del Congreso de la Unión o, en los recesos de ésta, 

por la Comisión Permanente. Este mecanismo, ademas de 

entranar las ventajas precisadas, evitaria caer en el abuso 

del sistema, regulando. la aprobación de los convenios de 

acuerdo con .la capacidad real de la Federación para cuinplir 

con los cornp=ornisos que contraiga. 
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Al llegar a este punto del dictamen, las Comisiones 

desean hacer algunas consideraciones adicionales. La 

iniciativa que se estudia abre el camino constitucional para 

una reforma penitenciaria a fondo de ñuestro país. Nunca como 

ahora es perceptible nuestro atraso en esta materia. 

Padecemos no sólo deficiencias de sistema, sino, en muchos 

casos, ausencia de todo sistema. Salvo la experiencia que el 

Ejecutivo Federal realiza en la colonia penal de las Islas 

Marías y que, en los últimos años, ha resusltado altamente 

provechosa así como las prácticas en los establecimientos 

erigidos en el Distrito Federal, en los demás casos el 

delincuente, por falta de una correcta aportación científica, 

está colocado en un ambiente inadecuado, carente en absoluto 

de organización técnica y de personal selecto y preparado. 

Si la iniciativa tiende, como ya lo hemos dicho, no 

solamente a lograr la separación de procesados y 

sentenciados, sino también de estos ehtre si, atendiendo a 

sus caracteres personales, para evitar el contagio social 

entre los habituales y los primarios, así como entre los que 

presentan di· .... ·ersos grados de peligrosidad, resulta asimismo 

imprescindible organizar el sistema penitenciario adecuado a 

la mujer, en virtud de las especiales condiciones sociales y 

familiares que en ella concurren. Por ültimo, deben fijarse 

las bases legales del tratamiento penitenciario, conforme a 

los estudios técnicos más avanzados y a las experiencias que 

se llevan a cabo en el mundo entero. Sin embargo, tales 

normas, por regular cuestiones particulares, rebasari"' el 

ámbito constitucional. Por estas razones, hemos considerado 

indispensable proponer un agregado a la iniciativa del 

Ejecutivo Federal, para dejar establecido que una ley 

reglamentaria para la ejecución de sanciones normará el 

.funcionamiento de los establecimientos penales de la 

Federación: t-:o hemos extP.n<i i rio -:= l 1:-~mpo de aplicación de -esa 

ley a establecimientos locales, porque ello implicarla una 

invasión de la soberanía de los Estados, que somos los 

primeros en respetar. 
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Por todas las consideraciones expuestas, las Comisiones 

unidas que suscriben se Permiten proponer a la H. Cámara de 

Diputajdos y al Congreso de la Unión, que el proyecto de 

adiciones al artículo lB constitucional que el C. Presidente 

de la República sometió a la consideración de vuestra 

soberanía, se acepte con las modificaciones que en este 

dictamen quedaron fundadas y que se encueritran contenidas en 

el texto del siguiente decreto: 

Articulo lo. Se adiciona el articulo 18 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para 

quedar como sigue: 

Articulo 18_. Sólo por delito que merezca pena corporal 

habrá lugar a prisión prevenr.iva. El sitio de ésta será 

distinto del que se destinare para la e:.::tinción de las penas 

y estarán cvmpletamente serarados. 

Los Gobiernos de la Federación y de los Estados 

organizarán, en sus respectivos territo~ios, el sistema penal 

-colonias, penitenciarias y presidios- sobre la base del 

trabajo como medio de regeneración. 

Los Gobernadores de los Estados podrán celebrar 

convenios con el Ejecutivo Federal, los cuales deberán ser 

aprobados por .!.a Legislatura local respectiva y por la Cámara 

de Diputados del Congreso de la Unió o, en su caso, por la 

Comisión Permanente, para que los reos sentenciajdos por 

delitos del orden común extingan su condena en 

establecimientos penales de la Federación. La ley 

reglamentará el funcionamiento de dichos establecimientos, a 

~in de que, confor~e a las t~cnicas más avanzadasr se logre 

la readaptación social del delincuente. 

Transitorio. 

La presente adición entrará en vijgor cinco días después 

de su publicación en el 11 Diario Oficial" de la Federación. 

Néxico. D. F., 12 de oct.ubrP. ctP. 1964 ,- PrimPrn l.nmi$.i6n 

de Puntos Constitucionales: Alfonso Martínes Dominguez. -

Enrique Gon::ález Vargas. - Miguel Covían Pérez. - Constancia 

Hernández Allende. - Luis Priego or"tiz. - Segunda Comisión de 



114 

Gobernación: Manuel Gurria Ordóñez. - Salvador ·Rodriiguez 

Leija.- Enedino Ramón Macedo.- Primera Comisión de Justicia: 

Raúl Lozano Ramírez.- Justina Vasconcelos de Berges." 

INICIATIVA DE REFORMA DE 1976 

CC. Secretarios de la Cámara de Diputados del H. 

Congreso de la qnión.- Presentes. 

Por instrucciones del C. Presidente de la República y 

para sus efectos constitucionales, con el presente envio a 

ustedes la Iniciativa de Decreto que . adiciona un Quinto 

Párrafo al Articulo 18 de la Constitución Pol~tica de los 

Estados Unidos Mexicanos, documento que el C. 

C. Titular del Ejecu~ivo de la Unión 

consideración del Constituyente Permanente, 

conducto de ustedes. 

Titular que el 

somete a la 

por el digno 

Reitero a ustedes en esta oportunidad las seguridades de 

mi consideración distinguida. 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

México, D. F., a 6 de septiembre de 1976. 

El Secretario, licenciado !-1ario Moya Palencia." 
11 CC. Secretarios de la Cámara de Diputados del II. 

Congreso de la Unión.- Presentes. 

La Reforma Penitenciaria. que se inicia en el orden 

legislativo nacional con la promulgación de la Ley que 

establece las Normas Minimas sobr~ Readaptación Social de 

Sentenciados, es la respuesta actualmente del Gobierno de. la 

República a la necesidad impostersgable de estructurar u~ 

proyecto penitenciario,. acorde con los postulados 

constitucionales en la materia y con el grado de desarrollo 

social y cultural alcanzado por el país. 

Sin omitir considerar, que nuestraz legislación penal es 

he~/ dia un :i:1strumento adecu3do para protega~ los valores 

i:;osenciales de n1.H:-<:::tl"."~ "ir:ia <?n s0i:i~d;;o.d, la Reforma 

Penitenciaria tiene un superior objetivo: readaptazr a las 

personas que han infringido las leyes, prevenir los delitos· y 

reincorpor~r a los reclusos al proc~so jproductivo y a las 
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tareas del esfuer=o coletivo para el desarrollo integral de 

la comunidad. ' 

Fincada en avanzadas posiciones del pensamiento 

penitenciar,io contemporáneo, la Reforma corresponde a la 

creciente huma ni zaci6n del Estado Mexicano y a su nueva 

ideología de la impartición de la justicia; persigue extender 

las garantías individuales y osciales no sólo a quienes 

adecúan su conducta a las leyes, sino también a aquellos que 

las transgreden. Rebasa el concepto de la "venganza social" 

para transformar y moderni=ar el aparato carcelario y 

ejecutor en beneficio de quien ha sido segregado de su medio, 

para lograr la re~ncorporación del sujeto. 

La aplicación de la Reforma Penitenciara se hace 

extensiva respecto de reos no federales, si los gobiernos de 

los Estados lo establecen asi emprendiendo actos legislativos 

propios o, en ejercicio de su soberanía, celebran convenios 

de coordinación para el efecto con el Gobierno Federal, para 

que los sentenciados por delitos del orden común extingan su 

condena en establecimientos dependientes del Ejecutivo 

Federal, como lo señala el párrafo tercero del artículo 18 

const:.itucional 

El ejecutivo f'ederal ha considerado que el sentido 

humanista de este enunciado constitucional se podría 

trasladar a un plano superior, consistente en la celebración 

de convenios de carárcter general con gobiernos extranjeros 

para el objetivo de que los reos de diferentes 

nacionalidades, recluidos por delitos de orden federal en 

nue5tro país, cumplan la condenas en sus lugares de origen y, 
bajo un principio de rec.iprocidad, los reclusos de 

nacionalidád melxicana que extingan penas en otros paises lo 

hagan en establecimient:os de la P.epública, solución que 

resolvería diversas cuestiones relacionadas con la 

problemáticc carcelaria. Asimismo, con el prcrósitc de 

extender la aplicaciór1 de ~stas nuevas medidas a reos del 

fuero común, con estricto !,".espeto a la autonomia de las 

entidades federativas, se previene que los ''Gobernadores de 
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los Estados podrán solicitar al Ejecutivo Federal, en su 

caso, la inclusión de reos del orden común en los convenios a 

que se hace referencia, solicitud que deberá apoyarse en las 

leyes locales 'respectivas. 

Es evidente que las condiciones de la vida moderna, la 

proyección internacional de ciertos delitos y la fácil 

comunicación entre las nalciones han traído como 

consecuencia, entre otras, que nacionales de países 

extranjeros incurran en conductas delictivas dentro de 

nuestro país -y lo mismo ? con mexicanos en otras naciones- y 

se vean por ellos sujetos a enjuiciamiento y a ejecución 

penal en un medio distinto del suyo, en virtud del principio 

de territorialidad que hasta ahora rige estrictamente en este 

ámbito. 

Ahora bien la readaptación social del sujeto en un 

ambiente vital, es en último término, el objetivo superior de 

los supuestos punitivos. Conviene co~1siderazr que si la 

reincorporación social del sentenciado radica en la 

observancia de los valores medios de una sociedad determinada 

no se podría readaptar un individuo en establecimientos 

carcelarios? en pais extrar1jero, cuyas costumbres e 

instituciones sociales difieren apreciablemente de las 

imperantes en sus paises de origen. 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en la 

fracción l del artículo 71 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, someto a la consideracíon del 

Constituyente permanente, por el digno conducto de ustedes, 

-10 siguiente 

INICIATIVA DE DECRETO QUE ADICIONA UN QUINTO PARRAFO AL 

ARTICULO lo DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS 

Artículo único. Se adiciona un quinto párrafo al 

artículo 18 de la Constitución Política dP. los Estado~ Unirlos 

Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 18 
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El Ejecutivo podrá celebrar tratados de carácter general 

con gobiernos e:-:tranjeros con obje":.O de que los reos de otras 

nacionalidades, sentenciados por delitos del orden federazl, 

en toda la República, o del fuero común en el Distrito 

Federal, cumplan las condenas en sus paises de origen o de 

residencia y para que los reclusos de nacionalidad mexicana 

que extingan penas en otros paises lo hagan en 

establecimient.os de la Repúbl.ica. Igualmente, los 

Gobernadores de le:; Sstados podrán solicitar al· Ejecucivo 

Federal, con apoyo en las leyes locales respectivas, la 

inclusión de reos del orden común en dichos tratados". 

TRANSITORIO 

Articulo único. El presente Decreto entrará en vigor al 

día siguiente de su publicación en el ll!Jiario Oficial" de la 

Federación. 

Reitero a ustedes, en esta ocasión, las seguridades de 

mi consideración atenta y distinguida. 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

México, .O. F., a 4' de septiembre de 1976. 

El Presiden'te Const.itucional de los Estados Unidos 

Mexicanos. Luis Echeverria Alvarez.'1 
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